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AGENCIA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS DE SALUD 
Y MEDICINA PREPAGADA – ACESS 

RESOLUCIÓN Nro. ACESS-2021-0039

DR. ROBERTO CARLOS PONCE PÉREZ 

DIRECTOR EJECUTIVO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 32, de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La salud es un 
derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, 
entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la 
seguridad social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir. [...] La prestación de 
los servicios de salud se regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, 
interculturalidad, calidad, eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y 
generacional”;

Que, la Carta Magna en el artículo 226, señala: “Las instituciones del Estado, sus organismos, 
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 
potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines 
y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”;

Que, el artículo 227 Ibídem, prevé: “La administración pública constituye un servicio a la 
colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 
evaluación”;

Que, el artículo 361 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: "El Estado 
ejercerá la rectoría del sistema a través de la autoridad sanitaria nacional, será responsable de 
formular la política nacional de salud, y normará, regulará y controlará todas las actividades 
relacionadas con la salud, así como el funcionamiento de las entidades del sector"; 

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Salud, establece: “La autoridad sanitaria nacional es el 
Ministerio de Salud Pública, entidad a la que corresponde el ejercicio de las funciones de 
rectoría en salud [...]”;

Que, los numerales 2, 24 y 34 del artículo 6 del mismo cuerpo legal instituyen, es 
responsabilidad del Ministerio de Salud Pública: "[...] 2.- Ejercer la rectoría del Sistema 
Nacional de Salud; [...] 24.- Regular, vigilar, controlar y 
autorizar el funcionamiento de los establecimientos y 
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servicios de salud, públicos y privados, con y sin fines de lucro, y de los demás sujetos a control 
sanitario; [...] 34.- Cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos y otras disposiciones 
legales y técnicas relacionadas con la salud, así como los instrumentos internacionales de los 
cuales el Ecuador es signatario. Estas acciones las ejecutará el Ministerio de Salud Pública, 
aplicando principios y procesos de desconcentración y descentralización; [...]"; 

Que, el artículo 130 de la Ley Orgánica de Salud señala: “Los establecimientos sujetos a control 
sanitario para su funcionamiento deberán contar con el permiso otorgado por la autoridad 
sanitaria nacional. El permiso de funcionamiento tendrá vigencia de un año calendario”;

Que, el artículo 177 de la Ley Orgánica de Salud, indica: “Es responsabilidad de la autoridad 
sanitaria nacional, expedir normas y controlar las condiciones higiénico sanitarias de 
establecimientos de servicios de atención al público y otros sujetos a control sanitario, para el 
otorgamiento o renovación del permiso de funcionamiento”;

Que, el inciso primero, del artículo 180, de la Ley Orgánica de Salud, dispone: “La autoridad 
sanitaria nacional regulará, licenciará y controlará el funcionamiento de los servicios de salud 
públicos y privados, con y sin fines de lucro, autónomos, comunitarios y de las empresas 
privadas de salud y medicina prepagada y otorgará su permiso de funcionamiento [...]”;

Que, el artículo 181 de la Ley Orgánica de Salud, establece: “La autoridad sanitaria nacional 
regulará y vigilará que los servicios de salud públicos y privados, con y sin fines de lucro, 
autónomos y las empresas privadas de salud y medicina prepagada, garanticen atención 
oportuna, eficiente y de calidad según los enfoques y principios definidos en esta Ley”;

Que, en el inciso 43 del artículo 259 de la Ley Orgánica de Salud, define al permiso de 
funcionamiento como: “[...] Es el documento otorgado por la autoridad sanitaria nacional a los 
establecimientos sujetos a control y vigilancia sanitaria que cumplen con todos los requisitos 
para su funcionamiento, establecidos en los reglamentos correspondientes [...]”;

Que, en el numeral 1, literal e) del artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del 
Estado, establece entre las atribuciones de los Ministros de Estado y de las máximas autoridades 
de las instituciones del Estado: “Dictar los correspondientes reglamentos y demás normas 
secundarias necesarias para el eficiente, efectivo y económico funcionamiento de sus 
instituciones [...]”;

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Principio de 
desconcentración. La función administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución 
objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los órganos 
de una misma administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones a 
las personas”;

Que, el numeral 1, del artículo 69, del Código anteriormente referido, dispone: “Delegación de 
competencias. Los órganos administrativos pueden 
delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de 
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gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública, jerárquicamente 
dependientes. [...]”;

Que, en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 703, publicado en el Suplemento del Registro 
Oficial Nro. 534 de 1 de julio de 2015, señala: “Crear la Agencia de Aseguramiento de la 
Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada – ACESS, como un organismo técnico 
administrativo, adscrito al Ministerio de Salud Pública, con personalidad jurídica de derecho 
público, autonomía administrativa, técnica, económica, financiera y patrimonio propio, con sede 
principal en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, con jurisdicción en todo el territorio 
nacional”;

Que, el artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 703, establece: “La Agencia de Aseguramiento de 
la Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada - ACESS-, será la institución encargada 
de ejercer la regulación técnica, control técnico y la vigilancia sanitaria de la calidad de los 
servicios de salud públicos, privados y comunitarios, con o sin fines de lucro, de las empresas de 
salud y medicina prepagada y del personal de salud”;

Que, el numeral 4 del artículo 3 del Decreto Ejecutivo Nro. 703, señala: “Son atribuciones y 
responsabilidades de la Agencia de Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y 
Medicina Prepagada -ACESS-, las siguientes: “[...] 4. Otorgar, suspender, cancelar y restituir 
los permisos de funcionamiento, licencias, registros, certificaciones y acreditaciones sanitarias 
de los servicios de salud públicos, privados y comunitarios, con o sin fines de lucro de las 
empresas de salud y medicina prepagada y del personal de salud, según corresponda”;

Que, el literal a) del artículo 10-1 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva ERJAFE, reconoce: “[...] Agencia de Regulación y Control.- Organismo 
técnico que tiene por funciones la regulación de las actividades del sector, el control técnico de 
las actividades realizadas por los agentes que operan en él y la preparación de informes sobre 
las normas que debería observar el respectivo organismo de control, de acuerdo con la ley. Su 
ámbito de acción es específico a un sector determinado y estará adscrita a un Ministerio 
Sectorial o Secretaría Nacional. Dentro de su estructura orgánica tendrá un directorio como 
máxima instancia de la agencia [...]”;

Que, mediante Acción de Personal Nro. ACESS-TH-2021-0217, de fecha 21 de junio de 2021, 
se nombró al Dr. Roberto Carlos Ponce Pérez, como Director Ejecutivo de la Agencia de 
Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada –ACESS; 

Que, mediante Memorando Nro. ACESS-ACESS-2021-0783-M, de fecha 20 de septiembre de 
2021, el señor Director Ejecutivo de la ACESS, Dr. Roberto Carlos Ponce Pérez, delega a la 
servidora pública Med. Karen Andrea Espinales Parraga, con cédula de ciudadanía Nro. 
1312899147, como Delegada Provincial ACESS Manabí (Portoviejo), a partir del 21 de 
septiembre de 2021, a fin de dar continuidad a las actividades en la Zona 4. 

En virtud de lo establecido por el artículo 69 del Código 
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Orgánico Administrativo y en calidad de máxima autoridad de la Agencia de Aseguramiento de 
la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada – ACESS-; 

RESUELVE: 

Art. 1.- Delegar a la servidora pública, Med. Karen Andrea Espinales Parraga, con cédula de 
ciudadanía Nro. 1312899147, como Delegada Provincial de la Agencia de Aseguramiento de la 
Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada –ACESS- Manabí (Portoviejo) a fin de 
dar continuidad a las actividades en la Zona 4, a partir del 21 de septiembre de 2021, con las 
siguientes atribuciones y responsabilidades establecidas para el cargo: 

a. Otorgar, suspender, cancelar y restituir permisos de funcionamiento, licencias, registros,
certificaciones y acreditaciones sanitarias de los establecimientos de salud públicos, privados y 
comunitarios, con o sin fines de lucro, pertenecientes al Sistema Nacional de Salud Sujetos a 
Vigilancia y Control Sanitario; 

b. Atender, participar y gestionar las acciones técnicas y administrativas relacionadas a los
procesos de permiso de funcionamiento, control y vigilancia de los establecimientos de salud de 
su jurisdicción territorial; 

c. Recibir y gestionar las solicitudes de dotación de los recetarios que contienen recetas
especiales para la prescripción de medicamentos con sustancias estupefacientes y psicotrópicos; 

d. Participar en las reuniones intersectoriales en el nivel provincial, en representación de la
Agencia; 

e. Atender de manera oportuna los requerimientos de la Dirección Ejecutiva de la ACESS, de
los procesos habilitantes y agregadores de valor, incluyendo también los requerimientos 
administrativos; 

f. Coordinar, supervisar y controlar los procesos de planificación, administrativos y de talento
humano en su jurisdicción; 

g. Reportar al nivel central de la Agencia cualquier eventualidad suscitada con los servidores
públicos de la ACESS en su jurisdicción; 

h. Resolver las quejas, reclamos y consultas presentadas por los usuarios en su jurisdicción;

i. Direccionar las denuncias, quejas, reclamos y consultas presentadas por los usuarios que no se
puedan resolver a nivel provincial hacia el nivel central de la Agencia; 

j. Suscribir los convenios de pago presentados a solicitud de los administrados que hayan sido
sancionados con multa dentro de un proceso sancionatorio, cuando se trate de establecimientos 
de salud o de profesionales de la salud; informar dichos convenios de pago, así como su archivo 
al área Administrativa Financiera como al área de Procesos 
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Sancionatorios; y, 

k. Las demás que sean asignadas por el Director Ejecutivo de la ACESS.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA

Deróguese la Resolución Nro. ACESS-2020-015 de fecha 02 de enero de 2020. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA. - Encárguese de la ejecución de la presente Resolución a la servidora pública Med. 
Karen Andrea Espinales Parraga; y, de su notificación a la Unidad Administrativa de Talento 
Humano. 

SEGUNDA. - La presente resolución entrará en vigencia a partir del 21 de septiembre de 2021, 
sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

Dado en Quito, a los 20 días del mes de septiembre de 2021. 

DR. ROBERTO CARLOS PONCE PÉREZ  
DIRECTOR EJECUTIVO 

AGENCIA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE  
LOS SERVICIOS DE SALUD Y MEDICINA PREPAGADA –ACESS

yd/ar 

Firmado electrónicamente por:

ROBERTO
CARLOS PONCE
PEREZ
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AGENCIA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS DE SALUD Y 
MEDICINA PREPAGADA – ACESS 

RESOLUCIÓN Nro. ACESS-2021-0040

DR. ROBERTO CARLOS PONCE PÉREZ  
DIRECTOR EJECUTIVO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 32 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La salud es un 
derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, entre 
ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la seguridad 
social, los ambientes sanos y otros que sustenten el buen vivir. El Estado garantizará este derecho 
mediante políticas económicas, sociales, culturales, educativas y ambientales; y el acceso 
permanente, oportuno y sin exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y atención 
integral de salud, salud sexual y salud reproductiva. La prestación de los servicios de salud se 
regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, 
eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y generacional”;

Que, el artículo 52 de la Carta Magna manifiesta: “Las personas tienen derecho a disponer de 
bienes y servicios de óptima calidad y a elegirlos con libertad, así como a una información precisa 
y no engañosa sobre su contenido y características (…)”.

Que, el numeral 25 del artículo 66 de la Norma suprema dispone: “El derecho a acceder a bienes 
y servicios públicos y privados de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir 
información adecuada y veraz sobre su contenido y características”.

Que, el artículo 226 del mismo cuerpo legal señala: “Las instituciones del Estado, sus organismos, 
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 
potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y 
hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”;

Que, el artículo 361 de la Constitución, dispone: “El Estado ejercerá la rectoría del sistema a 
través de la autoridad sanitaria nacional, será responsable de formular la política nacional de 
salud, y normará, regulará y controlará todas las actividades relacionadas con la salud, así como 
el funcionamiento de las entidades del sector”;

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Salud establece: “La autoridad sanitaria nacional es el 
Ministerio de Salud Pública, entidad a la que corresponde el ejercicio de las funciones de rectoría 
en salud; así como la responsabilidad de la aplicación, control y vigilancia del cumplimiento de 
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esta Ley; y, las normas que dicte para su plena vigencia serán obligatorias”;

Que, los numerales 24 y 30 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Salud, señalan: “Es 
responsabilidad del Ministerio de Salud Pública: (…) 24.- Regular, vigilar, controlar y autorizar el 
funcionamiento de los establecimientos y servicios de salud, públicos y privados, con y sin fin de 
lucro, y de los demás sujetos a control sanitario; (…) 30.- Dictar, en su ámbito de competencia, las 
normas sanitarias para el funcionamiento de los locales y establecimientos públicos y privados de 
atención a la población”; 

Que, el literal a) del artículo 8 del mismo cuerpo legal, establece: “Son deberes individuales y 
colectivos en relación con la salud: a) cumplir con las medidas de prevención y control 
establecidas por las autoridades de salud”; 

Que, el artículo 181 de la misma Ley manifiesta: “La autoridad sanitaria nacional regulará y 
vigilará que los servicios de salud públicos y privados, con y sin fines de lucro, autónomos y las 
empresas privadas de salud y medicina prepagada, garanticen atención oportuna, eficiente y de 
calidad según los enfoques y principios definidos en dicha ley”; 

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nro. 703 publicado en el Registro Oficial Suplemento 
Nro. 534, de 01 de julio de 2015, dispone: “Crear la Agencia de Aseguramiento de la Calidad de 
los Servicios de Salud y Medicina Prepagada -ACESS-, como un organismo técnico 
administrativo, adscrito al Ministerio de Salud Pública, con personalidad jurídica de derecho 
público, autonomía administrativa, técnica, económica, financiera y patrimonio propio, con sede 
principal en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, con jurisdicción en todo el territorio 
nacional”; 

Que, el artículo 2 del referido Decreto Ejecutivo, establece: “La Agencia de Aseguramiento de la 
Calidad de Servicios de Salud y Medicina Prepagada -ACESS-, será la institución encargada de 
ejercer la regulación técnica, control técnico y la vigilancia sanitaria de la calidad de los 
servicios de salud públicos, privados y comunitarios, con o sin fines de lucro, de las empresas de 
salud y medicina prepagada y del personal de salud”; 

Que, el numeral 4 del artículo 3 del mismo cuerpo legal manifiesta: “Son atribuciones y 
responsabilidades de la Agencia de Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y 
Medicina Prepagada -ACESS-, las siguientes: “(…) 4.- Otorgar, suspender, cancelar y restituir 
los permisos de funcionamiento, licencias, registros, certificaciones y acreditaciones sanitarias de 
los servicios de salud públicos, privados y comunitarios, con o sin fines de lucro de las empresas 
de salud y medicina prepagada y del personal de salud, según corresponda (…)”; 

Que, el artículo 1 del Acuerdo Ministerial Nro. 080 publicado en el Registro Oficial Nro. 832 de 2 
de septiembre de 2016, expidió: La Normativa Sanitaria para el Control y Vigilancia de los 
Establecimientos de Salud que Prestan Servicios de Tratamiento a Personas con Consumo 
Problemático de Alcohol y otras Drogas (ESTAD), establece: “La presente normativa tiene por 
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objeto regular a todos los establecimientos de salud, que prestan servicio de tratamiento a 
personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas (ESTAD) del Sistema Nacional de 
Salud”; 

Que, el artículo 5 del mismo cuerpo legal dispone: “Para el ejercicio de sus actividades, los 
establecimientos de salud que prestan servicios de tratamiento a personas con consumo 
problemático de alcohol y otras drogas (ESTAD), contarán con el permiso de funcionamiento 
vigente, otorgado por la Autoridad Sanitaria Nacional, a través de la instancia competente, de 
conformidad con la normativa vigente que rija la materia”;

Que, el artículo 9 del mismo Acuerdo Ministerial, determina: “Los establecimientos de salud que 
prestan servicios de tratamiento a personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas 
(ESTAD), para su funcionamiento contarán además con: a) Reglamento Interno. b) Organigrama. 
c) Historias Clínicas de cada usuario/paciente de conformidad a la normativa vigente, con firma
de responsabilidad del profesional de la salud tratante. d) Programa terapéutico. e) Equipo 
técnico y de apoyo capacitado por la Autoridad Sanitaria Nacional, en temas de derechos 
humanos y salud. Este personal deberá aprobar dicha capacitación. f) Protocolo interno de 
medidas de seguridad encaminadas a la protección física e integridad de los usuarios/ pacientes”; 

Que, el artículo 12 del Acuerdo Ministerial Nro. 1993 publicado en el Registro Oficial Nro. 817 de 
25 de octubre de 2012, expidió: Instructivo para Permiso Funcionamiento a Centros de 
Recuperación, establece lo siguiente: “Solo si el informe de inspección es favorable, la Comisión 
Técnica Institucional de Salud (CTIS), elaborará una Resolución de Aprobación del Reglamento 
Interno (ANEXO 9) del establecimiento, la misma que contendrá la firma de la Máxima Autoridad 
de la DPS, o quien ejerza las competencias de vigilancia y control de los establecimientos objeto 
del presente Instructivo (…)”; 

Que, mediante Acción de Personal ACESS-TH-2021-0217, de fecha 21 de junio de 2021, se 
nombró al Dr. Roberto Carlos Ponce Pérez, como Director Ejecutivo de la Agencia de 
Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada –ACESS;  

Que, mediante Informe de Inspección y Constatación de la Veracidad al establecimiento de salud 
denominado: “PUNTO DE DESICIÓN” del Informe Técnico: ACESS-TU-CTIS-2021-0018, de 
fecha 13 de agosto de 2021, la Comisión Técnica Institucional de Salud (CTIS), informó lo 
siguiente: “CONCLUSIONES: Como resultado de la inspección realizada por la Comisión 
Técnica Institucional de Salud de la provincia de Tungurahua al Centro Especializado en 
tratamiento a personas con Consumo Problemático de Alcohol y otras Drogas CETAD “PUNTO 
DE DESICIÓN”; se concluye lo siguiente: El establecimiento de salud representado legalmente 
por: ESTEFANIA VARGAS SI CUMPLE con los requisitos contenidos en los formularios 
técnicos de inspección adjuntos en la normativa vigente (Acuerdo Ministerial 1993). El 
establecimiento de salud denominado “CETAD PUNTO DE DECISIÓN” una vez subsanadas las 
observaciones SI CUMPLE con lo propuesto en el reglamento interno y programa terapéutico 
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presentado a la Comisión Técnica Institucional de Salud. Se verifica que el establecimiento de 
salud cumple con todos los requisitos documentales, infraestructura, talento humano, 
equipamiento. RECOMENDACIONES.- Se recomienda al “CETAD PUNTO DE DECISIÓN”, 
continuar con el registro único del establecimiento de salud, enviar la documentación pertinente 
en el módulo de licenciamiento, todo esto posterior a recibir la resolución con la aprobación del 
reglamento interno y programa terapéutico emitido por la Máxima Autoridad de la Agencia-
ACESS”.

Que, mediante Acta de Inspección y Constatación de la Veracidad del Contenido de la 
Documentación para la Aprobación del Reglamento Interno y Programa Terapéutico del Centro de 
Recuperación, de fecha 13 de agosto de 2021, la Comisión Técnica Institucional de Salud (CTIS) 
señalan: “(…) una vez recibido el Reglamento Interno y Programa Terapéutico del Centro de 
Recuperación indicado, ha procedido a la verificación documental y física, determinando que el 
Establecimiento SI CUMPLE con los requisitos y lo señalado en el reglamento interno 
presentado”.

Que, mediante Memorando Nro. ACESS-DPS-TU-2021-0257-M, de fecha 14 de septiembre de 
2021, la Delegada Provincial de ACESS –Tungurahua, solicita al Director Ejecutivo de ACESS, 
“Al finalizar la inspección se realiza la reunión de cierre, se firma el Acta de inspección y 
constatación de la veracidad del contenido de la documentación para la aprobación del 
reglamento interno y programa terapéutico del CETAD “PUNTO DE DECISIÓN”. (Anexo 7) 
Acuerdo M. 0001993 (…), la elaboración de la Resolución de Aprobación de Reglamento Interno, 
Programa Terapéutico del CETAD PUNTO DE DECISION”.

Que, mediante Memorando Nro. ACESS-DTHVCEPSS-2021-0596-M, de fecha 16 de septiembre 
de 2021, la Lcda. Amparo Jiménez Romero, Responsable de Vigilancia y Control, informó al 
Director Ejecutivo de la ACESS, lo siguiente: “(…) la Dirección Técnica de Habilitación, 
Vigilancia y Control de Establecimientos Prestadores de Servicios de Salud revisó el informe 
técnico-jurídico entregado por la Comisión Técnica Institucional de Salud (CTIS) de Tungurahua 
sobre el Reglamento Interno y Programa Terapéutico del establecimiento de salud en referencia; 
por lo que, al no existir ninguna novedad como producto de la revisión antes mencionada, se 
solicita la elaboración de la Resolución de Aprobación. Documentación digital adjunta al 
presente documento.  

Que, mediante sumilla inserta del Director Ejecutivo de ACESS en el Memorando Nro. ACESS-
DTHVCEPSS-2021-0596-M, de fecha 16 de septiembre de 2021, se solicita: A la Unidad de 
Asesoría Jurídica la realización de la respectiva resolución.

En virtud de lo establecido en el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 10.1, literal a), del Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva y en calidad de máxima autoridad de la Agencia de 
Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada -ACESS-. 
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RESUELVE: 

Art. 1.- Aprobar el Reglamento Interno del Establecimiento de Salud: “CETAD PUNTO DE 
DECISIÓN”, con RUC: 1805409305001, razón social: Estefanía Elizabeth Vargas Alulema, actividad 
económica: Actividades a corto y a largo plazo de los Hospitales Especializados; es decir, Actividades 
Médicas, de Diagnóstico y de Tratamiento (Hospitales para Enfermos Mentales, Centros de Rehabilitación, 
Hospitales para Enfermedades Infecciosas, de Maternidad, Sanatorios Especializados, Bases Militares, 
Prisiones, etc, numero de establecimiento: 001, grupo etario: Mujeres mayores de edad, capacidad para 16
camas, ubicado en la zona 03, en la provincia: Tungurahua, cantón: Ambato, parroquia: Augusto 
N. Martínez (Mundugleo), dirección: barrio Laguigo, calle: Heroína, número de piso: PB,
referencia: Frente a la Cancha.

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.– Encárguese de la ejecución de la presente Resolución a la Dirección Técnica de 
Habilitación, Vigilancia y Control de Establecimientos Prestadores de Servicios de Salud, que 
tiene la competencia de continuar con el proceso de emisión de permiso de funcionamiento.  

SEGUNDA. - La presente Resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.  

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE, dado en Quito, D.M., a los 22 días de septiembre de 2021. 

DR. ROBERTO CARLOS PONCE PÉREZ   
DIRECTOR EJECUTIVO 

AGENCIA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE  
LOS SERVICIOS DE SALUD Y MEDICINA PREPAGADA –ACESS 

yd/ar 

Firmado electrónicamente por:

ROBERTO
CARLOS PONCE
PEREZ
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2021-0524

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “Las 
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, 
intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, 
y de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el 
propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento 
jurídico y atiendan al interés general. Las superintendencias actuarán de 
oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades específicas de las 
superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y vigilancia 
de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”;

Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema establece: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos 
y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo determina: “Principio de 
eficacia. Las actuaciones administrativas se realizan en función del 
cumplimiento de los fines previstos para cada órgano o entidad pública, en el 
ámbito de sus competencias”;

Que,  el artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria dispone: 
“Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán (…)
por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento 
estipulado en su estatuto social (…)”;

Que,  el artículo 57, literal e, numeral 3, de la citada Ley Orgánica establece: 
“Disolución.- Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes causas: 
(…) e) Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 3. 
La inactividad económica o social por más de dos años (…)”;

Que, el artículo 58 ibídem determina: “Inactividad.-La Superintendencia, a petición 
de parte o de oficio, podrá declarar inactiva a una cooperativa que no hubiere 
operado durante dos años consecutivos. Se presume esta inactividad cuando 
la organización no hubiere remitido los balances o informes de gestión 
correspondientes (…) Si la inactividad persiste por más de tres meses desde 
la publicación, la Superintendencia podrá declararla disuelta y disponer su 
liquidación y cancelación del Registro Público”;

Que,  el artículo innumerado a continuación del 23 del Reglamento General de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria dispone: “A las asociaciones 
se aplicarán de manera supletoria las disposiciones que regulan al sector 
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cooperativo, considerando las características y naturaleza propias del sector 
asociativo”;

Que,  el artículo 55 del Reglamento antes indicado dispone: “Resolución de la 
Superintendencia.- La Superintendencia, podrá resolver, de oficio, o a 
petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación 
de una organización bajo su control, por las causales previstas en la Ley (...)”; 

Que,  el primer artículo innumerado agregado a continuación del 64 ibídem, 
establece: “Liquidación sumaria.- (…) En los casos en que una organización 
no haya realizado actividad económica o habiéndola efectuado tuviere 
activos menores a un Salario Básico Unificado, la Superintendencia, a 
petición de parte o de oficio, podrá disolver a la organización y liquidar a la 
misma en un solo acto, sin que sea necesaria la realización de un proceso 
de liquidación, con base en las disposiciones que emita dicho Organismo de 
Control.- La liquidación sumaria también procederá respecto de las 
organizaciones que no hayan superado la causal de inactividad, dentro del 
plazo de tres meses contados desde la publicación de la Resolución que 
declare la inactividad, en cuyo caso se confirmará la presunción de que la 
organización no ha realizado actividad económica (…)”;

Que,  el tercer artículo innumerado agregado luego del 64 ejusdem dice: “Art. ….-
Procedimiento de Inactividad.- La Superintendencia, a petición de parte o de 
oficio, podrá declarar inactiva a una organización bajo su control y 
supervisión, que no hubiere operado durante dos años consecutivos o más 
(…).- Dentro del plazo de tres meses, contados a partir de la publicación de 
la Resolución que declare la inactividad, las organizaciones deberán justificar 
documentadamente que se encuentran operando y realizando actividades 
económicas; esto es, que realizan actividades tendientes a cumplir con el 
objeto social principal, establecido en su estatuto social; y, que poseen 
activos registrados a nombre de la organización, de un salario básico 
unificado o superiores, como consecuencia de la actividad económica que 
realizan.- Es responsabilidad exclusiva de las organizaciones el documentar 
la superación de la causal de inactividad, únicamente dentro del plazo 
anterior. Las declaraciones de impuestos con valores en cero, que las 
organizaciones realicen ante la autoridad tributaria, no serán suficientes para 
superar la causal de inactividad.- (…) De no superarse la causal de 
inactividad, la Superintendencia pondrá en conocimiento de los posibles 
acreedores, a través de una publicación en la prensa, informando que la 
organización entrará a un proceso de liquidación sumaria, quienes podrán 
comparecer en el término de quince días contados a partir de la publicación, 
para que justifiquen su calidad (…)”;

Que,  el artículo 153 del Reglamento ut supra determina: “Control.- El control es la 
potestad asignada a la Superintendencia, para vigilar el cumplimiento de la 
ley, este reglamento y las regulaciones, en el ejercicio de las actividades 
económicas y sociales, por parte de las organizaciones sujetas a la misma.- 
La Superintendencia, ejercerá el control en forma objetiva, profesional e 
independiente”;
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Que, la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 
Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, expedida con Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-
INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020, en el artículo 1 
dispone: “Ámbito: La presente resolución aplica a las cooperativas y 
asociaciones de la Economía Popular y Solidaria, en lo sucesivo 
‘organización u organizaciones’, sujetas al control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, en adelante ‘Superintendencia’”;

Que, el artículo 6 ibídem dispone: “Liquidación sumaria de oficio o forzosa: La 
Superintendencia de oficio podrá disponer la disolución y liquidación sumaria 
en un solo acto de una organización, la extinción de la personalidad jurídica 
y la exclusión de los registros correspondientes, sin que sea necesaria la 
realización de un proceso de liquidación, en cualquiera de los siguientes 
casos: (…) 3) Si la organización no hubiera superado la causal de inactividad 
en el plazo de tres meses, contados a partir de la publicación de la resolución 
que declare dicho estado; en cuyo caso se confirmará la presunción de que 
la organización no ha realizado actividad económica. Para este efecto, la 
Superintendencia pondrá en conocimiento de los posibles acreedores a 
través de una publicación en la prensa, informando que la organización 
entrará en liquidación sumaria, quienes podrán comparecer en el término de 
quince días a partir de la publicación, para que justifiquen su calidad. Luego 
de lo cual se incorporarán en los informes respectivos y en la resolución de 
extinción, la información presentada producto de la publicación, precisando 
que los posibles acreedores puedan ejercer sus derechos ante la instancia 
respectiva”;

Que, el artículo 7 de la Norma invocada manifiesta: “Procedimiento: La 
Superintendencia, previa la aprobación de los informes correspondientes, 
resolverá la disolución y liquidación sumaria de oficio o forzosa de la 
organización, dispondrá la extinción de la personalidad jurídica y la exclusión 
de los registros correspondientes”; 

Que, la Disposición General Primera de la Norma indicada señala: “(…) En las 
liquidaciones sumarias voluntaria o de oficio o forzosa, no se designará 
liquidador”;

Que, mediante la Resolución No. SEPS-ROEPS-2016-901631, de 01 de abril de 
2016, este Organismo de Control aprobó el estatuto y concedió personalidad 
jurídica a la ASOCIACION AGRICOLA DEL MERCADO CENTRAL DE 
JARAMIJO;

Que, por medio de la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-
DNLSNF-2019-031, de 05 de agosto de 2019, la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, conforme lo dispuesto en el artículo 58 de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, resolvió declarar inactivas a 
novecientas cuarenta y un (941) organizaciones de la economía popular y 
solidaria, entre las cuales se encuentra la ASOCIACION AGRICOLA DEL 
MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único de Contribuyentes 
No. 1391836104001. En el artículo tercero de la indicada Resolución consta 
el siguiente considerando: “(...) Prevenir a los directivos de las organizaciones 
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antes mencionadas que si transcurridos tres meses desde la publicación 
de la presente Resolución, persisten en la inactividad, la 
Superintendencia podrá declararlas disueltas y disponer su liquidación 
y cancelación del Registro Público, de conformidad con lo que dispone el 
cuarto inciso del artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, por lo cual dentro del plazo anteriormente enunciado deberán 
presentar los descargos que consideren pertinentes (...)” (énfasis 
agregado);

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGT-2019-1729, de 28 de agosto de 2019, 
la Intendencia General Técnica pone en conocimiento de la Intendencia del 
Sector No Financiero, así como de las Intendencias Zonales, que: “(...) 
Mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-
2019-031 de 5 de agosto de 2019, cuya copia acompaño, la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria, declaró inactivas a 941 organizaciones del 
sector no financiero, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. Dentro del marco normativo 
antes citado, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria procedió 
a publicar la Resolución referida en primer término, en el diario Metro, el 22 y 
23 de agosto de 2019 (…) por tal motivo, solicito que dentro del ámbito de 
jurisdicción y conforme las disposiciones emitidas por este Organismo de 
Control, se realice el control y seguimiento de la ejecución del proceso de 
inactividad de las 941 organizaciones del sector no financiero de la Economía 
Popular y Solidaria.- En consecuencia de lo anterior, agradeceré que una vez 
haya culminado el tiempo establecido en el artículo 58 de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, contado a partir de la mencionada publicación, 
se sirvan comunicar a la Intendencia de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, sobre el cumplimiento o incumplimiento por parte de las 
organizaciones a las disposiciones contenidas en la Resolución No. SEPS-
IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019 
(...)”;

Que, al respecto, por medio del Informe Técnico No. SEPS-IZ4-DZSNF-2020-009, 
de 21 de febrero de 2020, la Dirección Zonal 4 del Sector No Financiero 
concluye y recomienda: “(...) D. CONCLUSIONES: .- Las organizaciones 
contenidas en el Anexo 1, no han presentado la declaración del impuesto a 
la renta en el Servicio de Rentas Internas de los periodos 2016 y 2017, en el 
tiempo establecido para el efecto; por lo que, se encuentran incursas en el 
numeral 3 del literal e) del Artículo 57 de la LOEPS, concordante con el cuarto 
inciso del Artículo 58 de la misma Ley Orgánica, es decir no han superado la 
causal de inactividad contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IFMR-
DNLQSNF-2019-031 de 05 de agosto de 2019.- Del levantamiento de 
información contenida en los Anexos 4 y 6, y de la consulta y la efectuada a 
la Superintendencia de Bancos, se evidencia que las organizaciones 
detalladas en el Anexo 1, no mantienen activos a su nombre, por lo que 
cuentan con los criterios dispuestos en el Artículo 5 de la Resolución No. 
SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 3 de agosto de 2018.- D. 
RECOMENDACIONES: Se recomienda el inicio del proceso de liquidación 
forzosa sumaria en el cual se declare la disolución y liquidación de las 
organizaciones contenidas en el Anexo 1, de conformidad con el Artículo 57 
de la LOEPS (...); concordante con el cuarto inciso del Artículo 58 de la citada 
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Ley (...).- En virtud, del análisis de la información y toda vez que se ha 
identificado que las organizaciones detalladas en el Anexo 1, no mantienen 
bienes a su nombre, se solicita se proceda con la liquidación forzosa sumaria 
(...)”. Entre las organizaciones de la economía popular y solidaria que constan 
en el Anexo 1, al que se hace referencia, se encuentra la ASOCIACION 
AGRICOLA DEL MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único 
de Contribuyentes No. 1391836104001;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IZ4-DZ4SNF-2020-0146, de 21 de febrero 
de 2020, la Dirección Zonal 4 del Sector No Financiero pone en conocimiento 
del Intendente Zonal 4  “(...) el Informe Técnico No. SEPS-IZ4-DZSNF-001-
2020-009 de 21 de febrero de 2020, relacionado con la no superación de la 
causal de inactividad de las organizaciones detalladas en el Anexo 1- ‘Datos 
Generales’ (…) en el cual se recomienda lo siguiente: ́(...) el inicio del proceso 
de liquidación forzosa sumaria en el cual se declare la disolución y liquidación 
de las organizaciones contenidas en el Anexo 1, de conformidad con el 
Artículo 57 de la LOEPS (...)”; 

Que, a través del Memorando No. SEPS-SGD-IZ4-2020-0147, de 22 de febrero de 
2020, el Intendente Zonal 4 pone en conocimiento del Intendente de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución: “(...) el Informe Técnico No. 
SEPS-IZ4-DZSNF-001-2020-009 de 21 de febrero de 2020, relacionado con 
la no superación de la causal de inactividad de las organizaciones detalladas 
en el Anexo 1 (...) Por lo expuesto, esta Intendencia, acoge la recomendación 
del Informe Técnico No. SEPS-IZ4-DZSNF-001-2020-009 de 21 de febrero 
de 2020, remitido mediante memorando SEPS-IZ4-DZSNF-001-2020-0146
de 21 de febrero de 2020, razón por la cual se remite el citado informe con la 
documentación respectiva de respaldo para su conocimiento y fines 
pertinentes (...)”; 

Que, mediante Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-044, de 13 de abril 
de 2020, se pone en conocimiento del Director Nacional de Intervención y 
Liquidación de Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria las 
siguientes conclusiones y recomendaciones: “(…) B. CONCLUSIONES: De 
la revisión del expediente anexo al oficio Nro. SB-INRE-2020-0047-O de la 
Superintendencia de Bancos y del archivo adjunto al memorando N° SEPS-
SGD-ITICA-2020-002 de la Intendencia de Información Técnica, 
Investigación y Capacitación se evidencia que 176 organizaciones no 
mantienen cuenta de ahorros, corrientes, inversiones, pólizas y créditos a su 
nombre, por lo que cuentan con los criterios dispuestos en el Artículo 5 de la 
Resolución No. SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 3 de agosto de 2018 (...) C. 
RECOMENDACIONES: .- Se recomienda el inicio del proceso de liquidación 
forzosa sumaria de las 176 organizaciones detalladas anteriormente de 
conformidad con el Artículo 57 de la LOEPS (...) concordante con el cuarto 
inciso del Artículo 58 de la citada Ley (...).- En virtud, del análisis de la 
información y toda vez que se ha (sic) identificado las organizaciones que no 
mantienen cuenta de ahorros, corrientes, inversiones, pólizas y créditos a su 
nombre, se solicita se proceda con la liquidación forzosa sumaria (...)”; entre 
dichas organizaciones se encuentra la ASOCIACION AGRICOLA DEL 
MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único de Contribuyentes 
No. 1391836104001;
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Que, mediante Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-057, de 06 de 
mayo de 2020, el Director Nacional de Intervención y Liquidación de 
Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria concluye y recomienda, 
respecto de varias organizaciones de la economía popular y solidaria, lo
siguiente: “(...) 4. CONCLUSIONES: .- (...) 4.2. En los cortes de información 
obtenidos de los años 2016 y 2017 (...) no remitieron al Servicio de Rentas 
Internas, información financiera en la Declaración de Impuesto a la Renta.- 
(...) 4.9. Con fundamento en la normativa expuesta en el presente informe se 
concluye que 176 organizaciones de la EPS, detalladas en el punto 2.3.4 del 
presente informe, han incumplido con lo establecido en el marco legal citado 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y su Reglamento 
General; por lo que es procedente declarar la liquidación forzosa sumaria y 
la extinción de las organizaciones mencionadas anteriormente (...).- 5. 
RECOMENDACIONES: .- 5.1. Declarar la liquidación forzosa sumaria de 176 
organizaciones de la EPS, analizadas en el presente informe técnico, en 
razón que se encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del artículo 57 
de la Ley Orgánica de Economía Popular (...); concordante con el cuarto 
inciso del artículo 58 de la citada Ley (...) en concordancia con el artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General 
a la Ley antes citada y el artículo 5 del Procedimiento para las liquidaciones 
sumarias de las organizaciones sujetas al control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, contenido en la Resolución No. SEPS-IFMR-
IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 2018, en vista que no superaron la causal 
de inactividad, por cuanto no presentaron información financiera de los años 
2016 y 2017, además no se evidencia la existencia de activos y actividad 
económica (...)”; entre las organizaciones detalladas en el punto 2.3.4 de 
dicho Informe Técnico consta la ASOCIACION AGRICOLA DEL MERCADO 
CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único de Contribuyentes No. 
1391836104001;

Que,  por medio del Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2020-0500, de 07 
de mayo de 2020, el Director Nacional de Intervención y Liquidación de 
Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria pone en conocimiento 
del Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el 
Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-057, en el que concluye que 
varias organizaciones de la economía popular y solidaria, entre las que 
consta la ASOCIACION AGRICOLA DEL MERCADO CENTRAL DE 
JARAMIJO: “(...) están incursas en la causal establecida en el artículo 57 de 
la LOEPS (...); concordante con el cuarto inciso del artículo 58 de la citada 
Ley (...), de conformidad con lo establecido en el artículo innumerado 
agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
antes citada; y, en el artículo 5 de Procedimiento para las liquidaciones 
sumarias de las organizaciones sujetas al control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, contenido en la Resolución No. SEPS-INFMR-
IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 2018 (...) por no presentar información 
financiera de los años 2016 y 2017; además de no contar con activos y 
actividad económica; por lo cual, es procedente declarar la liquidación 
forzosa sumaria y la extinción de la personalidad jurídica de las 
organizaciones detalladas en el citado informe técnico (...)”;
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Que,  mediante Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2020-0503, de 08 de mayo de 
2020, el Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución 
concluye y recomienda: “(...) Esta Intendencia, con relación al Informe 
Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-057 de 6 de mayo de 2020, 
elaborado por la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de 
Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, relacionado con la 
liquidación forzosa sumaria de 176 organizaciones de la EPS, declaradas 
como inactivas, sobre la base de las recomendaciones contenidas en el 
memorando No. SEPS-SGD-IZ4-2020-0147 de 22 de febrero de 2020, 
emitido por la Intendencia Zonal 4; en el cual se establece que las 
mencionadas organizaciones están incursas en la causal establecidas (sic) 
en el artículo 57 de la LOEPS (...); concordante con el cuarto inciso del 
artículo 58 de la citada Ley (...) de conformidad con lo establecido en el 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento 
General a la Ley antes citada (...) por no presentar información financiera de 
los años 2016 y 2017; además de no contar con activos y actividad 
económica; por lo cual, es procedente declarar la liquidación forzosa sumaria 
y la extinción de la personalidad jurídica de las organizaciones detalladas en 
el citado informe técnico (...)”;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2020-1759, de 24 de agosto de 2020,
desde el punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el 
respectivo informe;

Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria que, respecto del Memorando No. SEPS-
SGD-IGJ-2020-1759, el 24 de agosto de 2020 la Intendencia General Técnica 
emitió su proceder para continuar con el proceso referido;

Que, con Memorandos Nos. SEPS-SGD-INFMR-2020-2193 y SEPS-SGD-INFMR-
2020-2209, de 09 y 10 de diciembre de 2020, respectivamente, el Intendente 
Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, en lo principal, se 
refiere a: “(…) la constancia de la publicación en la prensa, a través de la cual 
se informa a posibles acreedores que las indicadas organizaciones entraron 
en proceso de liquidación sumaria para su comparecencia dentro del término 
de 15 días; al respecto, debo indicar que se realizó la publicación de 
llamamiento a posibles acreedores en Diario ‘Metro’ de circulación nacional, 
el 18 de noviembre de 2020, la misma que adjunto.- En ese sentido, ante el 
referido llamado debo comunicar que no se ha registrado ingreso documental 
u oficio alguno, ante posibles acreencias, de ninguna de las ciento setenta y 
seis organizaciones (176) (…)”;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGG-IGJ-037, de 21 
de octubre de 2019, el Intendente General Técnico tiene entre sus 
atribuciones y responsabilidades, el suscribir las resoluciones de liquidación 
y extinción de las organizaciones controladas; y,

Que, conforme consta en la Acción de Personal No. 733, de 25 de junio de 2018, 
el Intendente General de Gestión (E), delegado del Superintendente de 
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Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico a 
la señora Catalina Pazos Chimbo. 

En uso de las atribuciones legales y reglamentarias,

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar disuelta y liquidada a la ASOCIACION AGRICOLA 
DEL MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único de Contribuyentes 
No. 1391836104001, domiciliada en el cantón JARAMIJÓ, provincia de MANABÍ, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, literal e) numeral 3; y, 58, cuarto 
inciso, de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; en concordancia con el 
artículo 14 ibídem, y primer artículo innumerado agregado a continuación del 64 de 
su Reglamento General; así como de los artículos 6 y 7 de la Norma de Control para 
el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control 
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con Resolución 
No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 
2020, por este Organismo de Control.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar a la ASOCIACION AGRICOLA DEL MERCADO 
CENTRAL DE JARAMIJO, con Registro Único de Contribuyentes No. 
1391836104001, extinguida de pleno derecho conforme al primer artículo 
innumerado agregado a continuación del 64 del Reglamento General de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, en concordancia con los artículos 6 y 7 
de la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 
Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedida con Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-
2020-0657, de 18 de septiembre de 2020, por este Organismo de Control.

ARTÍCULO TERCERO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, la cancelación del registro de la ASOCIACION AGRICOLA DEL 
MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO. 

ARTÍCULO CUARTO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica 
y Social con la presente Resolución, para que proceda a retirar a la ASOCIACION 
AGRICOLA DEL MERCADO CENTRAL DE JARAMIJO del registro 
correspondiente. 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer que la Intendencia Nacional Administrativa Financiera, en 
coordinación con la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de 
esta Superintendencia, publique un extracto de la presente Resolución en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización; y, en el 
portal web de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 

SEGUNDA.- Los posibles acreedores podrán ejercer sus derechos ante la instancia 
respectiva, sin perjuicio de la publicación por la prensa previamente realizada por 
esta Superintendencia, con el fin de poner en su conocimiento que la Organización 
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entraría en un proceso de liquidación sumaria; de acuerdo a lo establecido en el 
numeral 3 del artículo 6 de la Norma de Control para el Procedimiento de 
Liquidación  Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida mediante Resolución 
No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 
2020.

TERCERA.- Disponer a la Secretaria General de esta Superintendencia sentar la 
razón respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-
ROEPS-2016-901631; y, la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, 
así como su inscripción en los registros correspondientes. 

CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, 
para los fines legales pertinentes. 

QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos 
de Resolución ponga en conocimiento de la Intendencia Nacional Administrativa 
Financiera y Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas, el contenido 
de la presente Resolución, para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y 
responsabilidades.  

SEXTA.- La presente Resolución regirá a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De la ejecución y del cumplimiento de la Resolución, encárguese la 
Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 
19 días de agosto de 2021. 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por:
CATALINA  PAZOS CHIMBO
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO
2021-08-19 17:27:50

Firmado digitalmente por:
MARIA ISABEL MERIZALDE OCAÑA
Razón: CERTIFICO QUE ES ORIGINAL – 9 PAGS
Localización: DNGDA – SEPS
Fecha: 2021-09-27T01:01:10.841-05:00
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2021-0612 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que,  el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria dispone: “La Superintendencia, una vez que apruebe el informe final del 
liquidador, dispondrá la cancelación del registro de la organización, declarándola 
extinguida de pleno derecho y notificando del particular al Ministerio encargado de la 
inclusión económica y social, para que, igualmente, cancele su registro en esa entidad”;

Que, el artículo innumerado a continuación del 23 del citado Reglamento General, señala: “A 
las asociaciones se aplicarán de manera supletoria las disposiciones que regulan al 
sector cooperativo, considerando las características y naturaleza propias del sector 
asociativo”;

Que, el artículo 59, numeral 9, del Reglamento ut supra señala: “Son atribuciones y 
responsabilidades del liquidador, las siguientes: (…) 9. Presentar el informe y balance 
de liquidación finales (…)”; 

Que, el artículo 64 ibídem dispone: “El liquidador presentará a la asamblea general y a la 
Superintendencia un informe final de su gestión que incluirá el estado financiero de 
situación final y el balance de pérdidas y ganancias debidamente auditados, con la 
distribución del saldo patrimonial, de ser el caso”; 

Que, el artículo 24 de la Norma de Control que Regula la Intervención de las Cooperativas y 
Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y la Calificac ión 
de Interventores y Liquidadores, expedida mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-
INFMR-INGINT-2021-0389, de 26 de julio de 2021, dispone: “Carencia de patrimonio.-  
El liquidador levantará y suscribirá el acta de carencia de patrimonio cuando: 1) La 
totalidad de los activos constantes en el estado financiero final de liquidación, no sean 
suficientes para satisfacer las obligaciones de la organización; o, 2) Si realizado el 
activo y saneado el pasivo no existe saldo del activo o sobrante. El acta de carencia de 
patrimonio deberá estar suscrita también por el contador, en caso de haberlo, y se 
remitirá a la Superintendencia”.”;

Que, el artículo 27 de la Norma referida anteriormente establece: “Remisión de documentos a 
la Superintendencia.- El liquidador remitirá a la Superintendencia con las respectiv as 
firmas de responsabilidad: el informe final de gestión con sus respectivos respaldos 
documentales, informe de auditoría, de ser el caso, estado de situación financiera, estado 
de resultados, información sobre el destino del saldo del activo, convocatoria, acta de 
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asamblea o junta general en la que se conoció dicho informe final, listado de asistentes,  
y demás documentos de respaldo que a criterio de la Superintendencia o del liquidador 
sean necesarios (…)”; 

Que,  el artículo 28 de la Norma ut supra prescribe: “Extinción de la personalidad jurídica.-  
Concluido el proceso de liquidación, la Superintendencia expedirá la resolución que 
dispondrá la extinción de la personalidad jurídica de la organización, su cancelación del 
registro de esta Superintendencia; y, la notificación al Ministerio a cargo de los registros 
sociales, para la respectiva cancelación”;

Que,    a través de la Resolución No. SEPS-SEPS-ROEPS-2016-901177, de 12 de enero de 2016, 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria aprobó el estatuto social y concedió 
personalidad jurídica a la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA 
FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB”, domiciliada en el cantón Pasaje,  
de la provincia de El Oro;

Que,    mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2020-0067, de 12 de marzo 
de 2020, la Superintendencia de Económica Popular y Solidaria declaró la disolución y 
dispuso el inicio del proceso de liquidación de la ASOCIACION DE PRODUCCION 
MINERA FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB”, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 14 y 57, literal e) numeral 4), de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, designando como liquidador al señor César Javier Solano Quintero,  
servidor público de este Organismo de Control;

Que,    del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2021-077, de 11 de mayo de 2021, se 
desprende que mediante Trámite No. SEPS-UIO-2021-001-031082, de 03 de mayo de 
2021, el liquidador de la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA FUNDADORES 
DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN” ha presentado el informe 
final del proceso de liquidación de la referida Organización, adjuntando los documentos 
previstos para el efecto;

Que,   del precitado Informe Técnico se desprende que la Dirección Nacional de Intervención y 
Liquidación de Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, sobre el informe final 
de liquidación de la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA FUNDADORES DE 
BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN”, luego del anális is  
correspondiente, en lo principal concluye y recomienda: “4. CONCLUSIONES: (…)
4.12 Del análisis efectuado en el presente informe se concluye que la Asociación de 
Producción Minera Fundadores de Bella Rica ASOPROFUB “En Liquidación” dio 
cumplimiento a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, su 
Reglamento General (…) por lo que es procedente declarar la extinción de la 
organización. .- 4.13 Aprobar el informe final de gestión presentado por el señor César 
Javier Solano Quintero, liquidador de la Asociación (…).- 5. RECOMENDACIO NES:
(…).- 5.1 Aprobar la extinción de la Asociación de Producción Minera Fundadores de 
Bella Rica ASOPROFUB “En Liquidación”, en razón de que el liquidador ha cumplido 
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con todas las actividades conforme a lo establecido en el artículo 17 del Reglamento 
General a la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria (…)”;

Que,    mediante Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2021-1073, de 11 de mayo de 
2021, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la  
Economía Popular y Solidaria pone en conocimiento de la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2021-077, e indica que la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA 
FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN” “(…) ha 
cumplido con lo establecido en el numeral 9 del artículo 59 y en el artículo 64 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria, por lo que 
se recomienda su extinción. .- En este sentido, esta Dirección Nacional de Intervención 
y Liquidación de Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria aprueba el informe 
final de gestión del liquidador, de conformidad con el artículo 17 del Reglamento 
General a la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (…)”;

Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2021-1181, de 27 de mayo de 2021, la 
Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, respecto del 
Informe final del liquidador de la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA 
FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN”, manifies ta 
y recomienda: “A criterio de esta Intendencia y sobre la base del Memorando No. SEPS-
SGD-INFMR-DNILO-2021-1073 de 11 de mayo de 2021, que contiene el Informe 
Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2021-077 de 11 de mayo de 2021 y anexos, mediante 
el cual la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria, establece que la Asociación (…) cumple con las 
condiciones para disponer la extinción de su vida jurídica, y la cancelación de la 
inscripción y registro en la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria,  
conforme a las disposiciones contenidas en el artículo 17 del Reglamento General a la 
Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria; se aprueba el informe final de gestión 
del liquidador, así como el presente informe técnico en el cual se recomienda la extinción 
de la aludida organización (…)”;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2021-1718, de 03 de agosto de 2021, desde el punto 
de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el informe respectivo; 

Que,  por medio de la instrucción agregada en el Sistema de Gestión Documental de esta 
Superintendencia, en los comentarios al Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2021-1718, el 
03 de agosto de 2021 la Intendencia General Técnica emitió su “PROCEDER” para 
continuar con el proceso referido; 

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 
por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido 
mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGG-IGJ-037, de 21 de octubre de 2019, el 
Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir 
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las resoluciones de extinción de la personalidad jurídica de las organizaciones controladas;
y, 

Que, conforme consta en la Acción de Personal No. 733, de 25 de junio de 2018, el Intendente 
General de Gestión (E), delegado del Superintendente de Economía Popular y Solidaria,  
nombró como Intendente General Técnico a la señora Catalina Pazos Chimbo.  

En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar a la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA 
FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN”, con Registro 
Único de Contribuyentes No. 0791783496001, extinguida de pleno derecho. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del registro correspondiente de la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA 
FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN”. 

ARTÍCULO TERCERO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y 
Social con la presente Resolución para que proceda a retirar a la ASOCIACION DE 
PRODUCCION MINERA FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN 
LIQUIDACIÓN” del registro correspondiente. 

ARTÍCULO CUARTO.- Dejar sin efecto el nombramiento del señor César Javier Solano 
Quintero, como liquidador de la ASOCIACION DE PRODUCCION MINERA FUNDADORES 
DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN LIQUIDACIÓN”. 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución al ex liquidador de la ASOCIACION DE 
PRODUCCION MINERA FUNDADORES DE BELLA RICA “ASOPROFUB” “EN 
LIQUIDACIÓN” para los fines pertinentes. 

SEGUNDA.- Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de 
este Organismo de Control publique la presente Resolución, en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 

TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-
DNILO-2020-0067; y, publicar la presente Resolución en el Registro Oficial, así como su 
inscripción en los registros correspondientes. 
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CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales  
pertinentes. 

QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.   

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 06 días del 
mes de septiembre de 2021. 

CATALINA PAZOS CHIMBO   
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por:
CATALINA  PAZOS CHIMBO
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO
2021-09-06 20:46:37

Firmado digitalmente por:
MARIA ISABEL MERIZALDE OCAÑA
Razón: CERTIFICO QUE ES ORIGINAL – 5 PAGS
Localización: DNGDA – SEPS
Fecha: 2021-09-27T00:58:27.679-05:00
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EL CONCEJO CANTONAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

La República del Ecuador es un Estado Constitucional de derechos, siendo uno de 
los pilares fundamentales para alcanzar esta connotación, la seguridad jurídica, 
misma que se encuentra desarrollada en el artículo 82 de la norma supra, la cual 
consagra “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes”, es decir, que para garantizar el 
cumplimento de este derecho (dependiendo de la materia o rama de la dogmática 
jurídica que se trate) se deben observar ciertos elementos o esencias que lo 
integren y viabilicen. 

En derecho público rige el principio de legalidad, consagrado en el artículo 226 de 
la Constitución de la Republica que determina que: “las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley”. Lo dicho, contribuye 
a la existencia del principio de legalidad, contemplado en el régimen tributario 
ecuatoriano por mandato normativo del artículo 5 del Código Tributario y que se 
conjuga con el mandato constitucional que exige normas previas y claras para 
contribuir a la mencionada seguridad jurídica. 

La reciente Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria 
Derivada del COVID-19, entre otros aspectos contempla algunas medidas 
beneficiosas para la colectividad, en efecto de la situación que aun atraviesa el país, 
producto de la calamidad pública provocada por la pandemia del mencionado virus, 
que ha tenido una incidencia socio-económica negativa durante el tiempo de 
vigencia de los estados de excepción que han sido decretados por el Presidente 
Constitucional de la Republica. 

Ahora bien, de lo previsto en el segundo inciso del Art. 5 de la Ley Orgánica de 
Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del COVID-19, se 
desprende que una vez transcurrido el plazo de 30 días posteriores a su vigencia, 
las empresas prestadoras de servicios básicos deberán iniciar el cobro de los 
valores generados por tales conceptos, lo cual comprende también a los servicios 
públicos de competencia exclusiva de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
Municipales, como lo son la prestación de los servicios del agua potable y 
alcantarillado. 
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Es por ello que, previo a emprender la gestión de cobro de los servicios públicos 
sujetos al pago de tasas, es indispensable considerar la aplicación de dos beneficios 
tributarios instituidos en el segundo inciso del Art. 5 de la invocada Ley, siendo uno 
de ellos la remisión de intereses, multas y recargos provenientes de las tasas fijadas 
como contraprestación patrimonial a cargo de los usuarios, además del diferimiento 
de pago de las obligaciones principales pendientes de cobro por un plazo máximo 
de doce meses. 

En ese contexto y orden de ideas, resulta importante destacar que los Concejos 
Municipales tienen la atribución legal de crear, modificar, exonerar o extinguir las 
tasas, tarifas y contribuciones especiales de mejoras por la prestación de los 
servicios públicos que éstos hayan delegado, conforme lo determinado en los 
artículos 166, 186 incisos primero y segundo, 267 y 568 letra c) y h) del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización.  

Es así que, para viabilizar lo previsto en el segundo inciso del Art. 5 de la Ley 
Orgánica de Apoyo Humanitario para combatir la crisis sanitaria derivada del 
COVID-19, le corresponde al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 
Cantón Déleg, regular la remisión de intereses, multas y recargos provenientes de 
las tasas que por concepto de los servicios públicos básicos de agua potable, 
alcantarillado y mantenimiento de redes recauda, siendo indefectible que estas 
regulaciones se perfeccionen a través de un acto normativo u ordenanza expedida 
por el Concejo Municipal del cantón Déleg, conforme lo determina la parte pertinente 
del Art. 301 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia a lo 
prescrito en el Art. 54 del Código Tributario. 

Finalmente, parte de las políticas económicas de los gobiernos seccionales, debe 
propender también, como parte de la política fiscal, el alivianar el pasivo de sus 
arcas que mediante acto normativo posean la facultad recaudadora, así como 
también establecer beneficios a favor de los contribuyentes y/o ciudadanos 
afectados económicamente por los efectos adversos que genera una calamidad 
pública general, bajo el principio de equidad y solidaridad, haciendo prevalecer el 
factor humano antes que el capital. 

EL CONCEJO MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG 

CONSIDERANDO: 

Que, el numeral 1 del artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, 
establece que “Es un deber primordial del Estado Garantizar sin discriminación 
alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales, en particular el agua para sus habitantes”; 
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Que, el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que 
“Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por 
antes cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a 
petición de parte”; 

Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
“Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes 
adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención 
prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención 
prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia 
doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El 
Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble 
vulnerabilidad”; 

Que, el numeral 6 del artículo 38 de la Constitución de la República del Ecuador, 
contempla: “En particular, el Estado tomará medidas de: (…); 6.- Atención 
preferente en casos de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias”; 

Que, el numeral 2 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, 
señala que el Estado reconoce y garantiza a las personas el derecho al agua 
potable; 

Que, el literal I) del numeral 7 del artículo 76 de la Constitución de la República del 
Ecuador, establece que toda resolución y o decisión de los poderes públicos deber 
ser motivada; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: 
“Principios de la Administración Pública: La administración pública constituye un 
servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación”; 

Que, el artículo 238 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados gozarán de Autonomía Política, 
Administrativa y Financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, 
subsidiariedad, equidad interterritorial, integración y participación ciudadana. En 
ningún caso el ejercicio de la autonomía permitirá la secesión de territorio nacional 
Constituyen gobiernos autónomos descentralizados las juntas parroquiales rurales, 
los concejos municipales, los concejos metropolitanos, los consejos provinciales y 
los consejos regionales”; 
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Que, el numeral 4 del artículo 264 de la Constitución de la República del Ecuador, 
establece que los gobiernos municipales tienen competencia exclusiva para: 
“Prestar los servicios públicos de agua potable alcantarillado, depuración de aguas 
residuales, manejo de desechos sólidos, actividades de saneamiento ambiental y 
aquellos que establezca la Ley”; 

Que, el numeral 5 del artículo 264 de la Constitución a República del Ecuador, 
establece que los gobiernos municipales tienen las siguientes competencias 
exclusivas: "5. Crear, modificar o suprimir mediante ordenanzas, tasas y 
contribuciones especiales de mejoras"; 

Que, el artículo 301 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
"Sólo por acto normativo de órgano competente se podrá establecer, modificar 
exonerar y extinguir tasas y contribuciones. Las tasas y contribuciones especiales 
se crearán y regularán de acuerdo con la ley”; 

Que, el artículo 314 de la Constitución de la República del Ecuador, puntualiza que 
el estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua potable; 

Que, los artículos 12, 313 y 318 de la Constitución de la República del Ecuador, 
consagran el principio de que el agua es patrimonio nacional estratégico, de uso 
público, dominio inalienable, imprescriptible e inembargable del Estado y constituye 
un elemento vital para la naturaleza y para la existencia de los seres humanos, 
reservando para el Estado el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar 
los sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad 
ambiental, precaución, prevención y eficiencia; 
COMPRAS PÚBLICAS 
Que, el numeral 6 del artículo 375 de la Constitución de la República del Ecuador, 
sobre el derecho al hábitat y a la vivienda digna puntualiza que el Estado debe 
garantizar la dotación ininterrumpida del servicio de agua potable; 

Que, el artículo 389 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que “El 
Estado protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los 
efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la 
prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y 
mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el 
objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad”; 

Que, el artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que la 
Constitución es la norma Suprema y prevalece sobre cualquier otra del 
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 
conformidad con las disposiciones constitucionales, en caso contrario carecerán de 
eficacia jurídica; 
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Que, el artículo 53 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, determina: “Los Gobiernos autónomos descentralizados 
municipales son personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, 
administrativa y financiera. Estarán integrados por las funciones de participación 
ciudadana; legislación y fiscalización; y ejecutiva prevista en este Código, para el 
ejercicio de las funciones y competencias que le corresponden. La sede del 
gobierno autónomo descentralizado municipal seré la cabecera cantonal prevista en 
la ley de creación del cantón”;  

Que, el artículo 55 literal d) del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, contempla entre las competencias exclusivas de los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales la prestación de los servicios 
públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas residuales, manejo 
de desechos sólidos, actividades de saneamiento ambiental y aquellos que 
establezca la ley; 

Que, conforme el Art. 57 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, entre las atribuciones de los Concejos Municipales, 
les corresponde: “a) El ejercicio de la facultad normativa en las materias de 
competencia del gobierno autónomo descentralizado municipal, mediante la 
expedición de ordenanzas cantonales, acuerdos y resoluciones; y, c) Crear, 
modificar, exonerar o extinguir tasas y contribuciones especiales por los servicios 
que presta y obras que ejecute”; 

Que, es función del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón 
Déleg, prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, manejo pluvial 
y depuración de residuos líquidos, incluyendo todas las fases del ciclo integral del 
agua;  

Que, el Art. 35 del Código Tributario establece exenciones generales para el pago 
de impuestos a favor de algunos sujetos pasivos, siendo importante refrendar la 
parte pertinente en la que indica: “Dentro de los límites que establezca la ley y sin 
perjuicio de lo que se disponga en leyes orgánicas o especiales, en general están 
exentos exclusivamente del pago de impuestos, pero no de tasas ni de 
contribuciones especiales”; 

Que, el artículo 30 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, en cuanto a los 
requisitos para decretar el estado de excepción, en su tercer inciso establece: "Toda 
medida que se decrete durante el estado de excepción debe ser proporcional a la 
situación que se quiere afrontar, en función de la gravedad de los hechos objetivos, 
naturaleza y ámbito de aplicación"; 
COMPRAS PÚBLICAS 
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Que, el artículo 30 del Código Civil señala que "Se llama fuerza mayor o caso 
fortuito, el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, 
el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario 
público, etc.";  

Que, el día miércoles 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) a través de su Directorio General declaró el brote de coronavirus como 
pandemia global, pidiendo a los países intensificar las acciones para mitigar su 
propagación, proteger a las personas y trabajadores de salud, salvar vidas; 

Que, mediante acuerdo ministerial N° 00126-2020 del 11 de marzo de 2020, la 
ministra de salud pública resolvió: “Art. 1.- Declarar el Estado de Emergencia 
Sanitaria en todos los establecimientos del Sistema Nacional de Salud, en los 
servicios de laboratorio, unidades de epidemiología y control, ambulancias aéreas, 
servicios de médicos y paramédicos, hospitalización y consulta externa por la 
inminente posibilidad del efecto provocado por el coronavirus COVID-19, y prevenir 
un posible contagio masivo en la población”; 

Que, mediante decreto Ejecutivo N° 1017 de fecha 16 de marzo de 2020, el 
Presidente Constitucional de la República del Ecuador, declaró el estado de 
excepción por calamidad pública en todo el territorio nacional, debido a los casos 
de coronavirus confirmados y la declaratoria de pandemia de COVID-19 por parte 
de la Organización Mundial de la Salud, que representan un alto riesgo de contagio 
para toda la ciudadanía, disponiéndose la suspensión del ejercicio del derecho a la 
libertad de tránsito y el derecho a la libertad de asociación y reunión; la declaración 
de toque de queda que prohíbe la circulación en las vías y espacios públicos a nivel 
nacional; la suspensión de la jornada presencial de trabajo para todos los 
trabajadores y empleados del sector público y del sector privado; la no interrupción 
en la provisión de los servicios públicos básicos pertenecientes a sectores 
estratégicos, entre otras medidas que se han adoptado desde su expedición; 

Que, en relación a la pandemia provocada por el COVID-19, el 24 de marzo de 
2020, el Pleno de la Asamblea Nacional del Ecuador, en la primera sesión en su 
historia llevada a cabo de forma virtual, con 120 votos afirmativos, aprobó la 
Resolución N° RL-2019-2021-063, la cual en su Art. 15, segundo inciso estable: “El 
Gobierno Central y os Gobiernos Autónomos Descentralizados garantizarán la 
provisión de los servicios básicos de agua potable, energía eléctrica, comunicación 
e internet y de recolección de basura para todos los hogares ecuatorianos, 
suspendiendo temporalmente los cortes por falta de pago, mientras permanezca 
vigente la emergencia sanitaria en el país y, en el plazo de cinco días, establecer 
mecanismos para la disminución, el diferimiento, remisión o reprogramación de las 
deudas que se generen por estos y otros conceptos como servicios que brindan las 
instituciones, en especial para los grupos más vulnerables; 
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Que, a través de decreto Ejecutivo N° 1052 de 15 de mayo de 2020, el Presidente 
Constitucional de la República dispuso: “RENOVAR el estado de excepción por 
calamidad pública en todo el territorio nacional, por los casos de coronavirus 
confirmados y número de fallecidos a causa de la COVID-19, que siguen 
representando alto riesgo de contagio para toda la ciudadanía y generan afectación 
a los derechos de la salud y convivencia pacífica del Estado a fin de desplegar las 
medidas de distanciamiento social necesarias para controlar la situación de 
emergencia sanitaria y replegar las medidas de emergencia sanitaria y replegar las 
medidas de aislamiento social, garantizando los derechos de las personas ante la 
inminente presencia del virus COVID- 19 en Ecuador”, renovación que tuvo una 
vigencia por 30 días contados a partir de la suscripción del mentado decreto; 

Que, con decreto Ejecutivo N° 1074 de 15 de junio de 2020, el señor Presidente de 
la República dispone, en el artículo 1, lo siguiente: “DECLÁRESE el estado de 
excepción por calamidad pública en todo el territorio nacional, por la presencia de 
la COVID-19 en el Ecuador y por la emergencia económica sobreviviente a la 
emergencia sanitaria que atraviesa el Estado ecuatoriano, a fin de poder, por un 
lado, continuar con el control de la enfermedad a través de medidas excepcionales 
necesarias para mitigar su contagio masivo; y por otro lado, establecer mecanismos 
emergentes que permitan enfrentar la recesión económica así como la crisis fiscal, 
y generar las bases para iniciar un proceso de recuperación económica para el 
Estado ecuatoriano”; 

Que, el lunes 22 de junio de 2020, en el Suplemento del Registro Oficial N° 229, se 
promulgó la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria 
Derivada del COVID-19, la cual en su primer y segundo inciso establece: “Artículo 
5.- No incremento de costos en servicios básicos.- Desde la vigencia del estado de 
excepción y hasta un año después se prohíbe el incremento en valores, tarifas o 
tasas de servicios básicos, incluyendo los servicios de telecomunicaciones e 
internet, sean estos prestados de manera directa por instituciones públicas, por 
delegación o por privados. 

Todas las empresas de servicios básicos de agua potable, energía eléctrica, 
telecomunicaciones e internet, suspenderán temporalmente los cortes por falta de 
pago de estos servicios, mientras permanezca vigente el estado de excepción y 
hasta por dos meses después de su terminación. En el plazo de 30 días después 
de la vigencia de esta Ley, estas empresas iniciarán el cobro de los valores 
generados por concepto de estos servicios, divididos en doce cuotas iguales y sin 
intereses, multas ni recargos, a cobrarse mensualmente. (…)”; 

Que, respecto a la facultad tributaria de los GAD’s, el artículo 186 del COOTAD 
determina lo siguiente: "Los Gobiernos Municipales y Distritos Metropolitanos 
autónomos podrán crear, modificar, exonerar o suprimir mediante ordenanza, tasas, 
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tarifas y contribuciones especiales de mejoras generales o específicas, por el 
establecimiento o ampliación de servicios públicos que son de su responsabilidad”; 
y, que cuando por decisión del gobierno metropolitano o municipal, la prestación de 
un servicio público exija el cobro de una prestación patrimonial al usuario, 
"cualquiera sea el modelo de gestión o el prestador del servicio público, 
esta prestación patrimonial será fijada, modificada o suprimida mediante 
ordenanza";  

Mientras que en su tercer inciso establece: “Los municipios 
aplicarán obligatoriamente las contraprestaciones patrimoniales que hubieren 
fijado para los servicios públicos que presten, aplicando el principio de justicia 
redistributiva”; 

Que, el artículo 37 del Código Tributario, respecto a los modos de extinción de 
la obligación tributaria señala: “Se extingue en todo o en parte por cualesquiera de 
los siguientes modos: (...) 4. Remisión; (...)"; 

Que, el artículo 54 del Código Tributario establece: "Remisión.- Las 
deudas tributarias solo podrán condonarse o remitirse en virtud de ley, en la 
cuantía y con los requisitos que en la misma se determinen. Los intereses y multas 
que provengan de obligaciones tributarias, podrán condonarse por resolución 
de la máxima autoridad tributaria correspondiente en la cuantía y cumplidos los 
requisitos que la ley establezca”; 

Que, mediante informe Nº 054-PS-GADM-DÉLEG-2021 de fecha 15 de 
septiembre de 2021, el Abg. Edwin Rodrigo Cunalata Vásquez, Procurador 
Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Déleg, 
emite criterio jurídico estableciendo la pertinencia de acoger lo dispuesto en el 
segundo inciso del artículo 5 de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para 
Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del COVID-19, definiendo las figuras de 
diferimiento de pago de obligaciones tributarias principales y remisión de 
intereses, multas y recargos provenientes de las tasas que por concepto de 
los servicios básicos de agua potable, alcantarillado y mantenimiento de 
redes recauda Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón 
Déleg, recomendando al señor Alcalde la presentación del correspondiente 
proyecto de Ordenanza; 

Que, el 10 de julio de 2021, la Eco. Angélica Caizaguano, Directora Financiera del 
GADMC-Déleg, mediante oficio Nº 199-DF-2021, presentó al señor Alcalde 
del cantón Déleg, un proyecto acto normativo que viabiliza la aplicación de lo 
dispuesto en el segundo inciso del Art. 5 de la Ley Orgánica de Apoyo 
Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del COVID19, esto con 
la finalidad que el señor Alcalde bajo la facultad privativa que le confiere el 
literal e) del Art. 60 del COOTAD, presente ante el Concejo Municipal el referido 
proyecto de ordenanza; 
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Que, en uso de las facultades que le confiere la Constitución y el art 57 literal a) del 
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; 

Expide: 

“ORDENANZA HUMANITARIA DE REMISIÓN DE INTERESES, MULTAS Y 
RECARGOS POR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS PENDIENTES DE PAGO QUE 
MANTIENEN, LAS PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS CON EL GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG”. 
COMPRAS PÚBLICAS 

TÍTULO ÚNICO 

CAPÍTULO I 

ARTICULO 1.- OBJETO.- La presente ordenanza tiene por objeto establecer las 
normas y  procedimientos para la aplicación de la remisión de intereses, multas y 
recargos por obligaciones tributarias pendientes de pago que mantienen, las 
personas naturales y jurídicas con el gobierno autónomo descentralizado municipal 
del cantón Déleg. 

ARTÍCULO 2.- PRINCIPIOS.- La aplicación de la presente ordenanza se regirá por 
los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, 
irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria. 

ARTÍCULO 3.- ÁMBITO DE APLICACIÓN.- Se aplica la remisión a los intereses de 
las obligaciones tributarias contenidas en títulos de crédito, órdenes de cobro, 
liquidaciones o cualquier otro acto de determinación de obligación tributaria con el 
gobierno autónomo descentralizado municipal  del cantón Déleg, vencidas hasta 31 
de diciembre de 2020. 

ARTÍCULO 4.- COMPETENCIA.- La autoridad tributaria del gobierno autónomo 
descentralizado municipal del cantón Déleg, recae sobre la titular de la dirección 
financiera, quien será la competente para aplicar la presente ordenanza. 

CAPÍTULO II 

ARTÍCULO 5.- PROCEDIMIENTO DE LA REMISIÓN DE INTERESES MULTAS Y 
RECARGOS.- Los sujetos pasivos de los tributos realizaran sus pagos directamente 
en las ventanillas habilitadas de recaudación del gobierno autónomo 
descentralizado municipal del cantón Déleg, para lo cual el departamento de 
sistemas, adecuará el sistema para la aplicación de la remisión de intereses de 
mora, multa y recargos.  
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ARTÍCULO 6.- REMISIÓN Y PLAZOS.- Para acogerse a la remisión o condonación, 
los sujetos pasivos en mora deberán pagar la totalidad de la obligación principal 
adecuada en los plazos que se establecen a continuación: 

a) La remisión de intereses de mora, multa y recargos causados será de
hasta su totalidad para todos los contribuyentes (cien por ciento 100%) si
el pago de la obligación principal se realiza dentro del plazo de NOVENTA
(90) días siguientes a la publicación de esta ordenanza municipal en el
Registro Oficial.

ARTÍCULO 7.- DE LOS CONVENIOS DE PAGO.- Aquellos sujetos pasivos que 
mantengan convenios de facilidades de pago respecto de obligaciones tributarias 
vencidas, con el gobierno autónomo descentralizado municipal del cantón Déleg, 
podrán beneficiarse de la remisión de la que trata esta ordenanza pagando el total 
del saldo de la obligación principal que dé luego de imputar todos los pagos 
efectuados al capital adeudado, incluso los realizados antes de la promulgación de 
la presente ordenanza y cuando se encuentren dentro del plazo establecido en el 
artículo 6 y en los porcentajes que allí se determinan. 

No constituye pago indebido los montos pagados previamente que hubieren 
superado el valor de la obligación tributaria principal. 

ARTÍCULO 8.- OBLIGACIONES DEL SUJETO ACTIVO.- El sujeto activo pondrá a 
disposición del sujeto pasivo los títulos, órdenes de pago y demás que se 
encuentren vencidos y que les permita acogerse a la remisión. 

ARTÍCULO 9.- OBLIGACIONES DEL SUJETO PASIVO.- Los sujetos pasivos 
deberán solicitar a la autoridad tributaria el pago de la totalidad de la obligación 
principal acogiéndose a la remisión prevista en la ley y en la presente ordenanza. 

ARTÍCULO 10.- EXTINCIÓN DE LA OBLIGACIÓN.- La obligación tributaria 
principal, así como intereses, multas y recargos realizados en aplicación de la 
remisión prevista en la presente ordenanza, extingue la obligación, por lo que, bajo 
ninguna circunstancia los sujetos pasivo podrán alegar en lo posterior pago indebido 
sobre dichas obligaciones, ni iniciar cualquier acciones y recursos sea 
administrativos, judiciales o arbitrales. 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- La dirección financiera será la encargada de la aplicación y ejecución 
de la presente ordenanza, y coordinará con las unidades, direcciones y jefaturas 
involucradas en el ámbito tributario para su correcto proceder. 



Lunes  25 de octubre de 2021Registro Oficial Nº 565

37 

Página 11 de 13 

SEGUNDA.- No se concederá facilidad de pago sobre la obligación principal 
adeudada, intereses, multas y recargos cuando sea aplicable la remisión. 

TERCERA.- Derogatoria tácita de la ordenanza.- Cumplidos los términos 
establecidos en la presente ordenanza quedará sin vigencia, por lo que resultará 
inaplicable. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de su publicación 
en el Registro Oficial. 

SEGUNDA.- Publíquese la presente ordenanza además en la gaceta oficial y en el 
dominio Web de la institución. 

TERCERA.- En todo lo no establecido en la presente Ordenanza, se observará lo 
dispuesto en la Constitución de la República; Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización; Ley Orgánica de Apoyo Humanitario 
para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada por la COVID19, Código Tributario; y 
demás normativa vigente relacionada.  

Dado y firmado en la Sala de Sesiones del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del Cantón Déleg, a los 19 días del mes de septiembre de 2021. 

Lo Certifican.- 

 Ab. Nelson Geovanni Chuya Jara    Ab. Jimmy Roberto Granizo Usca 
 ALCALDE DEL CANTÓN DÉLEG  SECRETARIO DEL CONCEJO 

SECRETARÍA DEL CONCEJO MUNICIPAL.- CERTIFICA: Que el texto de la 
“ORDENANZA HUMANITARIA DE REMISIÓN DE INTERESES, MULTAS Y 
RECARGOS POR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS PENDIENTES DE PAGO QUE 
MANTIENEN, LAS PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS CON EL GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG” 
precedente fue discutido, analizado y aprobado por el concejo del gobierno 
autónomo descentralizado municipal del cantón Déleg, en dos sesiones ordinarias 
de fechas 12 y 19 de septiembre del 2021, fecha última en que fue aprobado su 
contenido definitivamente.  Déleg, 20 de septiembre de 2021, a las 16h00. 

Firmado electrónicamente por:

NELSON
GEOVANNI
CHUYA JARA
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Ab. Jimmy Roberto Granizo Usca 
SECRETARIO DEL CONCEJO 

SEÑOR ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO 
MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG: En uso de las atribuciones legales que me 
confiere el inciso cuarto del artículo 322 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización, remito a su autoridad en tres ejemplares 
originales, la “ORDENANZA HUMANITARIA DE REMISIÓN DE INTERESES, 
MULTAS Y RECARGOS POR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS PENDIENTES DE 
PAGO QUE MANTIENEN, LAS PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS CON EL 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
DÉLEG”, aprobada en dos sesiones ordinarias de fechas 12 y 19 de septiembre del 
2021, fecha última en que fue aprobado su contenido definitivamente; para que de 
acuerdo a su acertado criterio, proceda a aprobarla u observarla de conformidad 
con la ley.  Déleg, 20 de septiembre de 2021, a las 16h30. 

Ab. Jimmy Roberto Granizo Usca 
SECRETARIO DEL CONCEJO 

ALCALDÍA DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL 
CANTÓN DÉLEG.- De conformidad con las disposiciones contenidas en el Art. 322 
inciso cuarto y 324 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, habiéndose observado el trámite legal por cuanto se ha emitido 
de acuerdo con la Constitución y Leyes de la República, SANCIONO la 
“ORDENANZA HUMANITARIA DE REMISIÓN DE INTERESES, MULTAS Y 
RECARGOS POR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS PENDIENTES DE PAGO QUE 
MANTIENEN, LAS PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS CON EL GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN DÉLEG”, y 
dispongo que a través de Secretaría del Concejo, se tramite su publicación en el 
Registro Oficial.  Déleg, 21 de septiembre del 2021, a las 12h00. 

Ab. Nelson Geovanni Chuya Jara 
ALCALDE DEL CANTÓN DÉLEG 
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Proveyó, firmó y sancionó la “ORDENANZA HUMANITARIA DE REMISIÓN DE 
INTERESES, MULTAS Y RECARGOS POR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS 
PENDIENTES DE PAGO QUE MANTIENEN, LAS PERSONAS NATURALES Y 
JURÍDICAS CON EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL 
DEL CANTÓN DÉLEG” que antecede, el señor abogado Nelson Geovanni Chuya 
Jara, Alcalde del cantón Déleg, en la fecha y hora señalada. Déleg, provincia de 
Cañar, 21 de septiembre del 2021, a las 15h00. CERTIFICO.- 

Ab. Jimmy Roberto Granizo Usca 
SECRETARIO DEL CONCEJO 
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ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO –
PUGS DEL CANTÓN JIPIJAPA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Para entender el accionar y la convivencia de los hogares Jipijapenses, se considera
oportuno la aplicación de una herramienta metodológica, que determine niveles de
satisfacción, percepción y cuantificación de las actividades tanto individuales como
familiares de un residente del Cantón, en un escenario del día a día. Esta información
permitirá desarrollar una caracterización socio-económica de Jipijapa junto con el
establecimiento de ejes sociales, lo cual facilitará la validación del modelo de desarrollo
deseado, que plantea el PDyOT.

Es de facultad exclusiva de los gobiernos autónomos descentralizados el control del uso
y ocupación del suelo en el territorio, a través de los planes de ordenamiento territorial
para lograr un desarrollo armónico, sustentable y sostenible a través de la mejor
utilización de recursos naturales, la organización del espacio, la infraestructura y las
actividades conforme a su impacto físico, ambiental y social con el fin de mejorar la
calidad de vida de sus habitantes y alcanzar el buen vivir.

Eso explica que un Plan Nacional de Desarrollo, los planes de desarrollo provincial,
cantonal y parroquial deben estar estrechamente vinculados, respetando desde luego
las competencias que a cada nivel de gobierno corresponde, siempre teniendo como
meta conseguir los fines y propósitos que los habitantes requieren. Esta misma razón,
exige que la ciudadanía, como principio y fin del Estado, participe activa y directamente
en la formulación de los planes de desarrollo.

La sociedad no es estática, Está en constante evolución; y en este caminar se
presentan problemas y contradicciones, cuyas soluciones exigen un profundo
conocimiento de sus orígenes y causas, las que una vez descubiertas proponen a
sus líderes una serie de alternativas a ser escogidas y practicadas como fórmulas
de solución.

Dicho en otras palabras: la solución a los diversos problemas sociales no es mágica,
ni deben ser improvisadas. Requieren una planificación en función de los medios y
fines que se persiguen.

Desde este punto de vista, el progreso de los pueblos y la atención a sus diversas
necesidades requieren un profundo análisis y diagnóstico de la realidad actual, una
proyección de las metas a donde se quiere llegar, en función de los criterios de la
ciencia política y de la ideología de sus directivos, para proponer y aplicar los medios
por donde transitar, hasta conseguir los fines que se pretende.

A eso se llama Planificación del Desarrollo, la misma que no se puede elaborarla en
forma cerrada, porque los pueblos no crecen como islas, sino en contacto y en
permanente relación con sus vecinos.

He allí la importancia de la inter relación de la planificación local con la planificación
regional y nacional.
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Finalmente, el surgimiento de la pandemia causada por el COVID 19, ha
conmocionado las estructuras institucionales, obligándolas urgentemente a
replanificar este desarrollo en función de priorizar el derecho a la salud y el buen vivir
de los habitantes, no solo de nuestros pueblos, sino del mundo entero.

Solo así se entiende la necesidad lógica y legal de actualizar el plan de desarrollo y
ordenamiento territorial y el correspondiente plan de uso y gestión del suelo del
Cantón Jipijapa, no como célula aislada sino como parte de un todo llamado país.

Los Planes de Uso y Gestión del Suelo mantendrán siempre una relación directa con
los Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial a nivel cantonal y apoyarán las
definiciones establecidas a nivel provincial y parroquial.

La Constitución de la Republica dispone que los Gobiernos Autónomos
Descentralizados gozan de autonomía política, administrativa y financiera; en tanto
que se reconoce a los Gobiernos Autónomos Descentralizados el ejercicio de la
facultad legislativa en el ámbito de sus competencias y su jurisdicción territorial, con lo
cual los Concejos Cantonales están investidos de capacidad jurídica para dictar
normas de interés y aplicación obligatoria dentro de su jurisdicción, también la
Constitución prevé las competencias exclusivas de los gobiernos municipales.

Además de lo establecido en el Código Orgánico de Planificación y Finanzas
Publicas, los Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial de los Gobiernos
Autónomos Descentralizados Municipales contendrán un Plan de Uso de Gestión de
Suelo que incorporará los componentes estructurante y urbanístico.

Los Planes de Uso y Gestión del Suelo podrán ser ampliados o aclarados mediante
los planes complementarios como planes maestros sectoriales, parciales y otros
instrumentos de planeamiento establecidos por el Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal.

EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
JIPIJAPA

CONSIDERANDO:

Que, el Artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador determina que el
Estado se gobierna en forma descentralizada;

Que, los numerales 5 y 6 del Artículo 3 de la Constitución de la República establecen;
Planificar  el   desarrollo   nacional, erradicar la pobreza, promover el desarrollo
sustentable y la redistribución equitativa de los recursos y la riqueza, para acceder al
buen vivir. Promover el desarrollo equitativo y solidario de todo el territorio, mediante el
fortalecimiento del proceso de autonomías y descentralización;

Que, el artículo 30 de la Constitución de la República señala que las personas tienen
derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una vivienda adecuada y digna, con
independencia de su situación social y económica;
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Que, el artículo 31 de la Constitución de la República dispone que las personas tienen
derecho al disfrute pleno de la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios de
sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes culturas urbanas y equilibrio entre
lo urbano y lo rural, y que el ejercicio del derecho a la ciudad se basa en la gestión
democrática de ésta, en la función social y ambiental de la propiedad y de la ciudad, y
en el ejercicio pleno de la ciudadanía;

Que, el numeral 2 del artículo 66 de la Constitución de la República reconoce y garantiza
a las personas el derecho a una vida digna que asegure la vivienda y otros servicios
sociales necesarios;

Que, el numeral 25 del artículo 66 de la Constitución de la República garantiza el
derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con eficiencia,
eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su
contenido y características;

Que, el numeral 26 del artículo 66 y el artículo 321 de la Constitución de la República
garantizan a las personas el derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y
responsabilidad social y ambiental;

Que, el artículo 83 de la Constitución de la República establece entre los deberes de los
ciudadanos, el promover el bien común y anteponer el interés general al interés
particular, conforme el buen vivir; y, asumir las funciones públicas como un servicio a la
colectividad y rendir cuentas a la sociedad y a la autoridad, de acuerdo con la ley;

Que, el numeral 2 del artículo 85 de la Constitución de la República dispone que la
formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos
que garanticen los derechos reconocidos por la Constitución, se regularán sin perjuicio
de la prevalencia del interés general sobre el interés particular. Cuando los efectos de
la ejecución de las políticas públicas o prestación de bienes o servicios públicos vulneren
o amenacen con vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación deberá
reformularse o se adoptarán medidas alternativas que concilien los derechos en
conflicto;

Que, el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador establece que las
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley;

Que el Artículo 240 de la Constitución de la República del Ecuador determina que los
gobiernos autónomos descentralizados de las regiones, distritos metropolitanos,
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provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el ámbito de sus competencias
y jurisdicciones territoriales;

Que, el Artículo 241 de la Constitución de la República dispone que la planificación
deberá garantizar el ordenamiento territorial y será obligatoria en todos los gobiernos
autónomos descentralizados;

Que, los artículos 262, 263, 264 y 267 de la Constitución de la República del Ecuador
regulan las competencias exclusivas de los gobiernos autónomos descentralizados
regionales, provinciales, cantonales y parroquiales rurales, dentro de las cuales se
encuentra la formulación de planes de ordenamiento territorial de manera articulada con
los otros niveles de gobierno;

Que, el Artículo 264 numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador establece
como funciones exclusivas de los gobiernos municipales entre otros es el de ejercer el
control sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón;

Que, el numeral 6 del artículo 276 de la Constitución de la República establece como
uno de los objetivos del régimen de desarrollo promover un ordenamiento territorial
equilibrado y equitativo que integre y articule las actividades socioculturales,
administrativas, económicas y de gestión, y que coadyuve a la unidad del Estado;

Que, el artículo 375 de la Norma Suprema dispone que para garantizar el derecho al
hábitat y a la vivienda digna, el Estado, en todos sus niveles de gobierno, generará la
información necesaria para el diseño de estrategias y programas que comprendan las
relaciones entre vivienda, servicios, espacio y transporte públicos, equipamiento y
gestión del suelo urbano; mantendrá un catastro nacional integrado georreferenciado de
hábitat y vivienda; elaborará, implementará y evaluará políticas, planes y programas de
hábitat y de acceso universal a la vivienda, a partir de los principios de universalidad,
equidad e interculturalidad, con enfoque en la gestión de riesgos; mejorará la vivienda
precaria, dotará de espacios públicos y áreas verdes, y promoverá el alquiler en régimen
especial; y, desarrollará planes y programas de financiamiento para vivienda de interés
social;

Que, el artículo 376 de la Constitución de la República, para hacer efectivo el derecho
a la vivienda, al hábitat y a la conservación del ambiente, otorga a las municipalidades
la facultad de expropiar, reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro, de acuerdo
con la ley; y, prohíbe la obtención de beneficios a partir de prácticas especulativas sobre
el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de rústico a urbano o de público a
privado;

Que, el artículo 409 de la Constitución de la República del Ecuador determina la
conservación del suelo como un tema de interés público y prioridad nacional, en especial
su capa fértil y la obligación de establecer un marco normativo para su protección y uso
sustentable que prevenga su degradación, en particular la provocada por la
contaminación, la desertificación y la erosión;
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Que, el artículo 415 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que el
Estado central y los gobiernos autónomos descentralizados deberán adoptar políticas
integrales y participativas de ordenamiento territorial urbano y de uso de suelo, que
permitan regular el crecimiento urbano, el manejo del ecosistema urbano e incentiven el
establecimiento de zonas verdes;

Que, el Artículo 54 literales a), c) e) y o) del COOTAD, establecen que son funciones
del gobierno autónomo descentralizado municipal entre otras: a) Promover el desarrollo
sustentable de su circunscripción territorial cantonal, para organizar la realización del
buen vivir a través de la implementación de políticas públicas cantonales, en el marco
de sus competencias constitucionales y legales; c) Establecer el régimen de uso del
suelo y urbanística, para lo cual determinara las condiciones de urbanización,
parcelación, lotización, divisiones o cualquier otra forma de fraccionamiento de
conformidad con la planificación cantonal, asegurando porcentajes para zona verdes y
áreas comunales; o) Regular y controlar las construcciones en la circunscripción
cantonal, con especial atención a las normas de control y prevención de riesgos y
desastres;

Que, el Art 55 literal b) del COOTAD, determina que son competencias de los gobiernos
autónomos descentralizados municipales entre otras: b) Ejercer el control sobre el uso
y ocupación del suelo en el cantón;

Que, el Artículo 1 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de
Suelo LOOTUGS, señala que la misma tiene por objeto fijar los principios y reglas que
rigen el ejercicio de las competencias de ordenamiento territorial, uso y gestión del suelo
urbano y rural, y su relación con otras que inciden significativamente sobre el territorio
o lo ocupen, para que se articulen eficazmente, promuevan el desarrollo equitativo y
equilibrado del territorio y propicien el ejercicio del derecho a la ciudad al hábitat seguro
y saludable, y a la vivienda adecuada y digna en cumplimiento de la función social y
ambiental de la propiedad e impulsando un desarrollo urbano inclusivo e integrador para
el Buen Vivir de las personas, en concordancia con las competencias de los diferentes
niveles de gobierno;

Que, el Artículo 11 de LOOTUGS, establece el alcance del componente de ordenamiento
territorial. Además de lo previsto en el Código de Planificación y Finanzas Publicas y
otras disposiciones legales la planificación del ordenamiento territoriales de los
gobiernos autónomos descentralizados observaran en el marco de sus competencias
los siguientes criterios numeral 3 los Gobiernos Autónomos Descentralizados
Municipales y Metropolitanos, de acuerdo con lo determinado en esta ley, clasificaran
todo el suelo cantonal o distrital, en urbano y rural y definirán el uso y la gestión del
suelo. Además, identificaran los riesgos naturales y antrópicos del ámbito cantonal o
distrital fomentaran la calidad ambiental, la seguridad, la cohesión social y la
accesibilidad del medio urbano y rural, y establecerán las debidas garantías para la
movilidad y el acceso a los servicios básicos y a los espacios públicos de toda la
población;
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Que, el Art. 1 del RLOOTUGS, el presente reglamento tiene por objeto normar el
procedimiento de formulación, actualización y la aplicación de los instrumentos y
mecanismos de ordenamiento territorial, planeamiento, uso y gestión del suelo
establecidos en la LOOTUGS;

Que, el Art. 3 del RLOOTUGS, Establece lineamientos que permiten articular los
instrumentos de planificación de desarrollo y ordenamiento territorial, los procedimientos
y requisitos mínimos para la aplicación de los instrumentos para la planificación del uso
y gestión del suelo previstos en la Ley; los lineamientos generales que el consejo técnico
debe observar para emitir la normativa técnica de su competencia y el procedimiento
que la superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo debe
observar para el ejercicio de la potestad de juzgamiento;

Que, el Art.12 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Publicas dispone que la
planificación del desarrollo y el ordenamiento territorial es competencia de los gobiernos
autónomos descentralizados en sus territorios;

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 57 literal a) y x) del Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD.

EXPIDE:

ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO –
PUGS DEL CANTÓN JIPIJAPA

Artículo 1. Aprobación.- Se aprueba y expide el Plan de Uso y Gestión del Suelo
(PUGS o P.U.G.S.) del Cantón Jipijapa, el cual se adjunta como Anexo Único a la
presente Ordenanza, es el instrumento de planificación territorial que permite articular
la norma urbanística con contenidos estandarizados y criterios generales, y a través de
ellos se puede regular y gestionar el uso, la ocupación y transformación del suelo,
conforme la visión de desarrollo y el modelo territorial deseado del cantón, garantizando
la función social y ambiental de la propiedad y de la ciudad, en concordancia con la
Constitución de la República del Ecuador, Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial Uso
y Gestión de Suelo (LOOTUGS), Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios
Ancestrales (LOTRTA), el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Publicas
(COPYFP), el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización (COOTAD), el Código Orgánico Ambiental (COA), y demás leyes
pertinentes para el caso.

Artículo 2. Ámbito. – El Plan de Uso y Gestión del Suelo, rige para la circunscripción
territorial del cantón.

Artículo 3. Objetivo. – El Plan de Uso y Gestión del Suelo tiene como objetivos,
determinar la estructura urbano-rural del cantón; establecer los modelos de gestión del
suelo y complementar el financiamiento para su desarrollo en función de lo establecido
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en el PDyOT y fortalecer sus vínculos e interdependencias; planificar el uso y
aprovechamiento eficiente, equitativo, racional y equilibrado del suelo urbano y rural;
hacer cumplir el régimen de derechos y deberes de la propiedad y el reparto equitativo
de cargas y beneficios en el desarrollo urbano; establecer los instrumentos de
planeamiento urbanístico; normar las decisiones sobre el uso y la ocupación del suelo,
así como la prevención de nuevos riesgos, la reducción de los existentes y la gestión
del riesgo residual.

Artículo 4. Fines. – Los fines de la presente ordenanza son aprobar el contenido del
Plan de Uso y Gestión del Suelo del Cantón Jipijapa, para:

Definir la clasificación del suelo dentro de la estructura urbano y rural;

Establecer las interdependencias, enmarcados en los principios de desarrollo y
ordenamiento territorial, para que la planificación propenda a la eficiencia, racionalidad
y equilibrio del territorio y su recurso suelo.

Artículo 5. Componentes. – El presente Plan de Uso y Gestión del Suelo se conforma
de la siguiente estructura:

Componente Estructurante
Componente Urbanístico
Planes Urbanísticos Complementarios

Artículo 6.- Vigencia y actualización del Plan de Uso y Gestión del Suelo. - El
componente estructurante del PUGS estará vigente durante un período de doce (12)
años a partir de la fecha de aprobación de la presente ordenanza; mientras que el
componente urbanístico podrá actualizarse al inicio de cada período de gestión

municipal.  Amparado en lo indicado en la LOOTUGS.

Artículo 7.- Procedimientos para las revisiones. – La Dirección de Planificación y
Desarrollo Territorial y su equipo técnico será el encargado de la revisión y actualización
del P.U.G.S., en coordinación con las diferentes direcciones municipales. Se evaluará
la eficiencia de las normas de esta Ordenanza y demás anexos, en función de las
nuevas necesidades del desarrollo territorial y se pondrá a consideración de la Comisión
de Planificación y Presupuesto y al Concejo Cantonal, las modificaciones respaldadas
con estudios técnicos, que evidencien la necesidad de efectuar transformaciones en la
estructura espacial urbana propuesta, debido a circunstancias de carácter demográfico,
ambiental y/o económico, que incidan substancialmente sobre el ordenamiento y uso
del suelo.

Artículo 8.- Interpretación. - En casos no contemplados en el PUGS o cuando existan
controversias entre leyes, será potestad única y exclusiva del Concejo Municipal
resolver dicho conflicto, con observancia a la normativa que más favorezca al caso, para
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lo cual se contará con la documentación original y los informes de la Dirección de
Planificación y Desarrollo Territorial o direcciones competentes.

Artículo 9.- Aplicación. – El PUGS será aplicable a todo ejercicio de planificación del
desarrollo, ordenamiento territorial, planeamiento y actualización urbanística, obras,
instalaciones y actividades que ocupen el territorio o incidan significativamente sobre él,
realizadas por el Gobierno Central, los Gobiernos Autónomos Descentralizados y otras
personas jurídicas públicas o mixtas en el marco de sus competencias, así como
personas naturales o jurídicas privadas.

Artículo 10.- Gestión y Ejecución. - El responsable de la ejecución del PUGS es la
Dirección de Planificación y Desarrollo Territorial, que coordinará con los
Departamentos y/o Unidades Municipales competentes en los casos relacionados.

Para implementar el PUGS la Dirección elaborará reglamentos, los cuales serán
revisados y aprobados por la Alcaldía, y, puestos en conocimiento del Concejo
Municipal.

Artículo 11.- Control de la Ejecución. - El control de la ejecución del PUGS del cantón
Jipijapa, corresponde al Legislativo Cantonal, al Consejo de Planificación Cantonal de
Jipijapa y/o las instancias establecidas en las disposiciones legales correspondientes.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA. - La Dirección de Planificación y Desarrollo Territorial y la Secretaría General
del GAD Municipal del cantón Jipijapa, se encargarán de realizar los trámites pertinentes
para el reconocimiento del presente Plan de Uso y Gestión de Suelo ante las entidades
competentes, en el marco del Sistema Nacional de Planificación.

SEGUNDA. - La Dirección de Planificación y Desarrollo Territorial del GAD Municipal
del cantón Jipijapa, se encargará de coordinar con los departamentos y/o unidades
competentes de la institución los procedimientos y reglamentación para la operatividad
del PUGS, en un término de cuarenta y cinco (45) días.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

PRIMERA. - A partir de la vigencia de la presente Ordenanza, quedan derogadas y sin
efecto las siguientes Ordenanzas: “Ordenanza que sanciona el Plan Director de
Desarrollo Urbano de la ciudad de Jipijapa” de 1986; “Ordenanza que regula el
fraccionamiento del suelo, la urbanización y la reestructuración o replanteo de lotes en
el cantón Jipijapa” de 2017.

SEGUNDA. - A partir de la vigencia de la presente ordenanza, se derogan todas las
disposiciones que se opongan a lo dispuesto por el PUGS; de la “Ordenanza sustitutiva
para la administración de la información predial; determinación del avalúo de la
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propiedad; y determinación del impuesto predial de los bienes inmuebles urbanos y
rurales de la cabecera cantonal y cabeceras parroquiales del cantón jipijapa, para el
bienio 2020-2021”, realizada por el Departamento de Avalúos y Catastros en septiembre
de 2019; o cualquier otra ordenanza de este orden normativo.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA: La presente Ordenanza entrará en vigencia a partir de su sanción por parte de
la máxima autoridad ejecutiva municipal, sin perjuicio de su publicación en el Registro
Oficial, en la Página Web Oficial del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de
Jipijapa, al amparo de lo previsto en el art. 324 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización.

DADA y firmada en el Salón de Actos del Gobierno Autónomo Descentralizado
Municipal del cantón Jipijapa, a los catorce días del mes de septiembre del año 2021.

Dr. Luis Alberto Gencón Cedeño Ab. Jack Pascual Zambrano Peñafiel
ALCALDE DEL GAD MUNICIPAL        SECRETARIO GENERAL

DEL CANTÓN JIPIJAPA  DEL CONCEJO MUNICIPAL (S)

SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL
CANTÓN JIPIJAPA. -
CERTIFICA: Que la ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y
GESTIÓN DEL SUELO – PUGS DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DEL CANTÓN JIPIJAPA, fue discutida y aprobada por el órgano
legislativo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Jipijapa en
dos debates realizados en sesiones ordinarias celebradas los días jueves 02 de
septiembre y martes 14 de septiembre de 2021, de conformidad con lo que establece
el artículo 322, inciso tercero del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización.

Jipijapa, 14 de septiembre de 2021

Ab. Jack Pascual Zambrano Peñafiel
SECRETARIO GENERAL

DEL CONCEJO MUNICIPAL (S)

Firmado electrónicamente por:

JACK PASCUAL
ZAMBRANO
PEÑAFIEL
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JACK PASCUAL
ZAMBRANO
PEÑAFIEL

Firmado electrónicamente por:

LUIS ALBERTO
GENCON CEDENO
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SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL
CANTÓN JIPIJAPA. -
Jipijapa, a los quince días del mes de septiembre de dos mil veintiuno, a las 13h30.-
Para los fines previstos en el inciso cuarto del art. 322  del  Código  Orgánico  de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, REMITO al Dr. Luis Alberto
Gencón Cedeño, Alcalde del GAD Municipal de Jipijapa, en original y copias de igual
tenor y efectos legales, la ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y
GESTIÓN DEL SUELO – PUGS DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DEL CANTÓN JIPIJAPA.

Jipijapa, 15 de septiembre de 2021

Ab. Jack Pascual Zambrano Peñafiel
SECRETARIO GENERAL

DEL CONCEJO MUNICIPAL (S)

ALCALDÍA DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL CANTÓN
JIPIJAPA. –
Jipijapa, a los veinte días del mes de septiembre de dos mil veintiuno, a las 09h00.-
De acuerdo a lo establecido en el art. 322, inciso cuarto del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, SANCIONO la presente
ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO –
PUGS DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL
CANTÓN JIPIJAPA. Procédase de conformidad con lo que establece la ley.

Jipijapa, 20 de septiembre de 2021

Dr. Luis Alberto Gencón Cedeño
ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO

DESCENTRALIZADO DEL CANTÓN JIPIJAPA

SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DEL CANTÓN JIPIJAPA. -
El Dr. Luis Alberto Gencón Cedeño, Alcalde del GAD Municipal del Cantón Jipijapa, a
los veintidós días del mes de septiembre de dos mil veintiuno, siendo las 10h00, al

Firmado electrónicamente por:

JACK PASCUAL
ZAMBRANO
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amparo de lo que determina el art. 322 inciso cuarto del COOTAD, SANCIONÓ la
ORDENANZA DE APROBACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO –
PUGS DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL
CANTÓN JIPIJAPA.

Lo Certifico.-

Jipijapa, 22 de septiembre de 2021

Ab. Jack Pascual Zambrano Peñafiel
SECRETARIO GENERAL

DEL CONCEJO MUNICIPAL (S)

Firmado electrónicamente por:

JACK PASCUAL
ZAMBRANO
PEÑAFIEL
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